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l. INTRODUCCIÓN GENE­
R AL Y SISTEMÁTICA 
APLICADA 

Conocido e:. por todos el 1 ariopinto 
cm11cnido que suelen presentar las in­
lroducciones: y es que. realmente, la 
función de las mismas es prec1samente 
ésa. IJ¡dudablemente no desaprovecha­
ré la ocasión que 1an «Venerable lradi­
ción» me brinda. sometiéndome ~ ella 

con mucho gusto. 

Aunque son muchas las cucs1ione~ 

por las que esta inlroducción pndría co­
menzar, creo conveniente hacer u. o de 
eso que convencionalmente recibe el 
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nombre de •<buena educación». El t.;r­
mino. dt:sdt: luego. no me parece el m á~ 
adecuado. puc~ da a cmender que los 
actos humanos por ella provocados son 
obligados, «algo a lo que ~e nos ha guia­
do o conducido por un impubo ex terno 
a nosotros>•, en el sentido más etimo­
lógico de la palabra. Por ello sería más 
correcto señalar que las l ínea~ que in­
mediatamente stguen no ~on producto 
de la buena educación, smo del .. agra­
decimiento». una palabrJ bien djstinta 
porqu..: pone el énfa..~ is en la motivación 
int erna del acto humano. y por ello en 
la sinceridad del mi <;mo. En primer lu­
gar. debo agradecer la confianza depo­
sitad<! en mí por parte de los profeso­
res-doctores José María González del 
Valle y María Jo,é Vi lla Robledo. del 
Área de Derecho Eelc, iásticode la Uni­
versidad de Oviedo: gracias a ellos me 
fue postble. junto a otros tres compañe­
ros a los que aquí tampoco quieto olvi­
dar, la exposic ión de este trabajo en el 
V Congreso Jnterunivcrsitario tic Dere­
cho Ecle<;iástico para Estudiante~. cclc­
brndo en Ja ciudad de Alcalá de Henares. 
entre los días 18 y 21 de abnl. Sin aque­
lla confianza este mi primer trabajo de 
tnvestigación. no habrfa existido. 

En segundo lugar. la publicación de 
este estudio en la revista Derecho y 
Opinión no se hubiera hecho efectiva, 
tampoco. de no haber mediado otra fa­
vorable circunstancia: agrad.:no de co­
razón al profesor José Javier Amorós la 
posibilidad que me bn ndó •• mediados 
del pasado mes de mayo. y espero e~ tar 

n la altura de la calidad de los demás 
•I·.AAI)W '1\l'-!' ,\5\.r¡n"l.'W p\1\ .. ~ <•~ .t., ¡nnh\'­
cación que el profesor dirige: quizás de­
biera llamarle Lucio Anneo Séneca. por­
que como éste es otro cordobés uni\·er­
sal que posee el difíc il don de "domes­
ticar» la palabra. 

En tercer lugar. sólo me queda ya 
agradecer la colaboración que muchas 
otra<; personas. algunas quiz.'ls incons­
cientemente. me han prestado. stn la cual 
hubiera sido imposible la elaboración de 
estas páginns que .<;iguen. Realizar un es­
tudio acerca de la objeción de concien­
cia es. sin duda alguna, un tanto proble-

mático, porque este lema es. en sí mjs­
mo y con mdependcncia de su objeto 
concreto. uno de los más complejos, 
aunque a la vez más int.:rcsantes. del 
mundo jurídico conlemponinco. Si a tal 
inhctcntc dificultad le añadimos, permf­
ta.~cmecl término, un objeto ligeramente 
cxtravagatne. el resultado producido 
será atin tmh arduo. 

F.-.to ocurre todavfa con mayor fuer­
za en aquellos supuestos meno'> cono­
cidos. en los cuales se ha planteado la 
objeción de conciencia. A ello debemos 
añadir la novedad que la propia institu­
ción del Jumdo representa para el Esta­
do espmiol, puesto que. aun sin entrar 
en ello ahora. no sería muy correcto sos­
tener el arraigo histórico del Tribunal 
del Jurado en España. y aunque así fue· 
se. hacía c;1si sesenta :uios que el nus­
mo habfa sido suspendido antes de que 
el malentendido progrcsbmo de hoy re­
solviera resucitarlo. 

La cue;tión de la objeción de con­
ciencta al Juntdo, en d.:fi nitiva. es tre­
mendamente engorrosa. porque igual­
mente engorrosa~ y apa.~ionadas. son las 
de la objeción de conciencia y el Jurado 
por separado: el fruto de tales progeni­
tores no será. como se comprende al 
momento, prccis:m1cnte pacífi co. Y es 
que, probablemente, aunque después 
tuviésemos nucstms disputas en cuanto 
a los límites, todos reconoceremos el 
derecho a la objeción de conciencia 
como una necesidad de las sociedades 
modernas (que, si no de hecho. al me­
nos sí de Derecho, pretenden caracteri­

c,o .. ,1." tAA'"'-''\1 ¡.ntm:n~\.nm§'l .5a\r .. 'lmh:.1re,~W, 
hablando del Jmado. pronto nos dividi­
ríamos en dos bandos, quizás irreconci­
liables: juradistas y antijuradistas. Prue­
ba de la irreconci liabilidad de tales gru­
pos son los enfrentamientos. mucha' 
\'cces excesivos. que a lo largo de la 
preparación del presente análisis he po­
dido apreciar. entre los panidarios del 
Jurado y sus más acérrimos enemigos. 

lndudablemente este no es un esludiü 
de Derecho Procesal. ni tampoco de His­
toria del Derecho o Derecho Constimcio­
nal, pero para delimuar el tema. en algu-



na ocasión deberemos acudir a concep­
tos procesales. hi tórico' u con>tttucio­
nales. No obstante. nada tiene de raro la 
utilizactón de conceptos de otras dJ,ci­
plinas en la elaooraciún de un estudio de 
Derecho Eclcsiá~t i~o desde elmomcmo 
en qtJC aceptamos que nuestra di. ciplina 
no c1 precisamente una rama como otra 
cualquiera del ordenamiento jurídico. st­
no una especialización('). 

La intención del presente estudio es la 
delimitar los conceptos de objeción de con· 
ciencia y Jurado. para elaoorar un concep­
to de objeción de conciencia al Jtmldo. traS 

de lo cual expondrcmo' la situación en el 
Derecho comparado. parJ de>pués anali-
7Á1T el ca~ csp:uiol. tanto de'>dc una per..­
[1<-'Ctiva histó1ica como trd.' la cntrJda en 
vigor de la Ley Orgánica de 1995. 

Poco, pero no nada. diremos al respec­
to de la conveniencia del Jurado. como 
tampoco del modelo más adecuado a la 
tc:tlidad actual, pero no puedo dar fi n a 
cs~1 introdt1cci6n. que ya est.~ expirando. 
>in antes dejar claro que por lo que a mí 
ICSIX.'Cta, "A>)' con absoluta convicción un 
antijuradista. y ello. creo yo. implica entre 
utr.1~ mucha~. tres cosas: en primer lugar. 
no debemos confundir antiJUr:Idi>ta con 
fascista (lo cual es relativamente ti·ccuen­
lc. adcm(is de muy cómodo, cuando no se 
dispone de argumentos mínimamente ju­
rídicos para descalificar a algo o algUJen): 
en segundo lugar. que pcr todo' lo\ me­
dios trataré de limitan11e al objeto del es­
tudio y no excedennc en la crítica que tan 
gustosamente haria a tal in,titución. y en 
tercer lugar, que pc:;e a mi :mterior dcd;J­
rnción de propósitos. qu i7~Í\ fuera con,c­
nicntc que los juradbtas convencido>. hi­
perestésicos y no dispuc~los a modificar 
su1 convicciones. abandon~c1 1 la lectura. 

2. DELI!VIITACIÓ~ DEL 
TEMA Y CONCEPTOS 
PREVIOS. EL DERECHO 
COMPARADO 

Lo primero que cabe phmtc:1rsc :JI 
comenzar este estudio cs. naturahnen­
lc, qué es objeción de conciencia. qué 

e> J UJ: JdO. } qu¿ C~ OhJCC!Óil de COnCICn­
cia al Jurado. Pre<: 1~amcntc .:,te \CJ á el 
esquema que \'amo' a 'egUJr J lo largo 
de esta exposJCJÜn: una brcYc referen­
cia a la ObJCCtón de concicm;w y :tl Ju ­
rado. para concluu con d te m" que aquí 
nos interc a. que e~ el de Id objeción de 
conctencia al Jm a do. No ohqJnte. cree­
mos de ab,oluta con\ cmenct.l par:l en­
.;u;J(Intr C\tC c>tudto. l~h n:fcrcnCHI.S que. 
por separado, hJTCmo' a la obJe<:Jón de 
conciencia) al Ju t Jdo. 

2.a) Concepto de obj eción de concien­
cia: concepdón doctrinal ) base 
jurisprudencia! 

Mucho se ha escrito acercJ dd con­
cepto d~ objeción de concJcnciJ ) sobre 
~u naturaleza jurídtca. tanto en el e-.trln­
JCro como en Espafla( 1. De~de nuestro 
punto de v1sta. con~tJtuye un error mtl~ 

frecuente el pretender que la ohjeción de 
conciencia no forma parte del derecho a 
la libertad ideológica. rcllgitha) de cul­
to. que consagra el artículo 16 C'.E .. La 
redacción del a11ículo 10.2 del citado 
cuerpo legal dcjJ muy claro que nos en­
contramos ante un tipo muy "'l>ecífico 
de objeción de conciencia: la del »er\'i­
cio militar. Con Indo, cJ1!Cl110\ que -''a 
no e la única objeción de conciencia quc 
reconoce la C. E .. ~ inot111c c\lJl\tituye untl 
cxplicitación del dcJecho que con,agrd 
el artícu lo 16 del texto cou, titucional. 
f:.,tc ~er:í el concepto de objeción de con­
ciencia con el que trahajarcmo~ a lo lar­
go del pre,ente equdio. 

Si hasta e l 111\Jmcnm e' t :íbamo~ ha­
ciendo refcJencia al conc~plo de ObJe­
ción de concien ia ~n el Ordenamiento 
Jurídico cspHI'iol. e l tema que ahora u·a­
taremos ~crá el del r..:~onocimi ento 

juri>prudencia l que en Espaiia ~e ha ve­
mdo dando a la objeción de conciencia. 
Pero antes de seguir d..: be quedamos cla­
ro que el concepto de objeción de con­
ciencia que hemos dado, lo reemo~ 

válido para cualquier si>tema constitu­
cional que reCOJa el derecho a la liber­
tad religiosa o ideológica. 

Como es fácil adivinar no e> e l mismo 
el reconocimiento juri~prudenc i al del de-

t 1 r;o /At.l/ DEl \ -\l.t l. 
JM. e,.,,~,¡,. A-rn~' 
um_. IC:r\.·cr3 cd u.:1ón, Sc:n lea' de 
Puhlu:Jt.·t~ 'nl'~ ~ok 1<-l U ni\ er~id:ul de 
Ül ICUU, J'J9~. P~' 7~ y''· 

12tSnn mu, .. hth y m u~ dp.,unto' lfh 
rrlah~t)\).., JI IT'flel..to. p..U1tculoumen 
1 ~· mt..:rc,Jntc' nos pare~cn; .\IJ(). 
Tll 1 \, ,\ • (\'ln,td('r.tciOn(' en 
h.Jrt'Hl ... Jól olrcct\m de con..: u:rl\:'111. 
en el IA:rcd10 "'P'lliul. en /u, Ca 
'lomc.w'l. \(1] :\XXIII. num 65 
tW'I. \IARTINt:'/ TORRO'J. J. 
.. ) .... ,~ C'hJl~ione ... de ümcocn..:m) ll..., 
lnlcr.:'.:.., ~en~r.tl~--- del ('rdenama~n· 

10 ... R~~·nta dt' /u Facultad dr /)e 

rcclw dt 1<1 l 'm\'rrsldad Com· 
plurunr -Ir Moltlri~J. num 7Y 
IAIIIILI!U). ) GON/ t\ LF.Z OI:.L 
\1 \U L. J M . Dt rr dm f.dl'.iitrw 

u t 'J)(rtio.'. l'll . pp lJ 1 ) ''· 
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(.\)A rfwlo de e¡emplo pueden ;cr 
cit:,llns algunru, de 1.1::, 'cntcncia;.. del 
Tribunal Con'\tuuciOn:tl ~obre 13m a· 
teri.~ Por orden cronol6gtco, y ad­
VIniendo de l:t contradicción cx1s· 
tenlc entre la' mb.m3~ . de-..la..::tmos: 
'cnrcnc1a 15/82. dc23Jcabnl;,cn­
tcncia 53/85 de 11 de abnl y <en­
tcnci:t> 160/87 y 16 1/87, amba> de 
27 de n.:1ubre 

(4) El crol!ccpiO que hemo> dado 

aparece en SILVA MELERO. V., •El 
Jur.1do en l ao; direcctone!-. jurldi ca~ 

c,; nnlt:mponim;a:. ... Cll Rr\·i;,tu Cene­
m/ df! l..t.•g;starid,: y j,,,S¡Jrwlenda, 

1 ~M. 10 mo 1!, pp. 569 y "· 

(5 ¡ .'\bundmne • ., lo b•bliogr.lfia so­
bre la tipología, el ongen y la cvolu· 
ción del Jumdo. Apatte del C>tndio 
de SILVA MELERO. y:~ cit:tdu. e; 

convcniemc 'll!ñal3r: FUGARIÑO 
~RIKGAS. E. •Aigut~rt> nota.' 'obre 
d Jurndr),, enActunlrdmf penal. num. 
311 6. de 22 de enero de 1995. pp. 13 
y S\.; l'cURAZ PeNAL VA. E. ,,So­
bre la vigenCJ:l y el to;ignificado del 
Jur.tdo,, en CcmsJiwcrón. Juristlic · 
ritm v Pmrtso . Akal Jure. Madnd. 
1990. JlJl 59 )' ss .. ALEJANDRE 
GARCIA. J.A.Liljllsticw popular<'" 
E!)pwla. 1\JUJ!i-;i'i 1/e tma l').perinlcirJ 
hutónca: Jm Tnbwwfej de Jurados. 
Madrid. 1'1H 1; PEREZ CIWZ. A. J.. 
La ¡mnidptu.:ion poprdar t•n la Ad· 
miuisrrttcüín de Jusricw. El Tribunal 
del )l,racfo. M:tdrid, 19n . pp. 121 y 
S~. 

c6) Es difíci l b confección de un es­
Hldio de Dcrec:ho comp:lr:ldo, 1anto 
¡>or la dificullad que conlleva e l 
:1ccrcar~c a un ordenarnit:mu jurídi· 
co cxrraño :al nuestro. como por la 
diftculwd que cxi:-:oh.: pilrn cnconlra!' 
nna hibltograffa completa. 

En este sentido. qlaercmo~ agradc:cer 
,¡¡o, ir\O'i'l'l¡ rn.:l h lf> y _¡ll> qinll'«'l:~lfb t•nltt 

bor:tción del c.'uedr:ílico de 1:1 Um­
'cr>i<L1d de GmnJdot. el profesor doc­
IOr JAVIER MARTINcZ TORRÓN. 
qllC muy cun.lialmentc se prr.!~ IÓ a en­
Yiumoii cl mu.nu;,ctilo inétlitodc lapo­
nencia quc:ofrec16 en el Congre'>" ln­
tcm:lc iunnl de Dt.:rechu Canónico de 
Méjicn de 199.>. y que lleva por •hu­
lo Ltz obje<:IÓ!j de ("(mci.mcia a Jor­
mnr ¡mnr de mr Jurado en /11 rmewr 
lesi:,/m iúu o:spwiula. 
~o ob!!lalllC-. cs1mno~ comph:uum:n-
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recho a la objeción de conciencia que ha­
cen los distintos ordenamientos jlllídicos. 
En E.~paña pa1timos de que la jurispruden­
cia no ha reconocido. como es lógico. un 
abstmcto derecho a la objeción de concien­
cia, sino que ha ido pcdilando una solu­
ción distinla para cada supucs1o de hecho, 
dando lugar a lo que podríamos llamar <<las 
objeciones de conciencia». 

Distinla es la aceptación según los 
supuestos. pero podemos decir, aunque 
sin detenernos demasiado en ello, que 
los tribunales españoles tienden a un rc­
conocimiemo jurisprudencia! limil<1do 
de la objeción de conciencia, destacan­
do la parquedad de argumentos que suc­
len darse para denegar las mismas. como 
por otra parte resulta obvio del análisis 
de cualquiera de l a~ müliiples senten­
cias exis1en1cs en la materi a('). 

Es1as ideas nos ayudarán a conside­
rar la posible exis1encia de la objeción 
de conciencia al Jurado. tema sobre el 
que aún no se ha ocupado la jurispru­
dencia en Espacia. 

2.b) Concepto de Jurado 

En cuanto al concepto de J ltl·ado, po­
demos considerarlo como <<la reun ión de 
un cierto número de ciudadanos que, sin 
pertenecer a la magistratura profesional, 
son llamados por la ley para concurrir 
1ransi1oriameme a la Administración de 
Justicia. haciendo dec laraciones que se 
llaman veredictos, según su íntima con­
vicción. sobre los hechos some1idos a 
su conocimiento»'.¡'. 

El concepto presen1ado. debido a las 
tendencias jurídicas actuales. parece fal­
to de una cierta matización, por lo cual 
expondremos cuáles son los tipos de 
Jurado más importames en la acwalidad: 
el puro (exactamente el descrito). el 
mix1o (el fom1ado por jueces profesio­
nales y por jueces legos. decidiendo no 
sólo sobre el hecho sino también sobre 
el Derecho) y los sistemas eclécticos 
(como el actual en Espaiía. y que es1án 
basados en no rcspc1ar la a11 i ticial se­
paración entre hecho y Derecho. por lo 

que, aún siendo formado por ciudada­
nos únicamente. el Jurado no sólo deci­
dirá wbre las cuestiones de hecho)"'. 

2.c) Concepto de objeción de concien­
cia al Jurado 

En base a lo que hemos dicho, la ob­
jeción de conciencia al Jurado es la ne­
ga1iva de una persona a formar parte de 
un Jurado o a ser juzgado por él, como 
consecuencia de sus convicciones ideo­
lógicas o religiosas. 

2.d) La objeción de conciencia al Ju­
rado en el Derecho comparado(') 

Como apunta Martínez Torrón en su 
comunicación al IX Congreso 1 nlemacio­
nal de Derecho Canónico, celebrado en 
Méjico duran1e los días 21 a 25 de sep­
tiembre de 1995. puede ser de granu1ili­
dad para la resolución del problema plan­
teado. el de1enerse en los puntos de refe­
rencia que proporciona el Derecho com­
parado, 1an1o respecto al Derecho conú­
ncn1al-curopeo, ya que nuestro país for­
ma parte de 1al sis1ema. como al anglo­
americano. en 1anto que ha mspirado la 
actual regulación del Jurado en España. 

Dejando a un lado los problemas de 
documen1ación que podría traer el rea­
lizar un estudio exhaus1ivo de la legis­
lación y la jurisprudencia de cada uno 
de los países de los que se va a hablar a 
conti nuación. del mismo modo que 
Maníncz Torrón. creemos que lo con­
vcnienle es apunlar unas breves pince­
ladas acerca de la siltlación de la cues­
ttbn en a1gunu' oe IL" tlld; nupot L;unc' 

o cercanos países de nuestro emomo. de-
1eniéndonos en el análisis de los casos 
de l1alia y de los Es1ados Unidos de 
América. 

El que nos centremos en estos dos 
países no es algo aleatorio: sabido es que 
Italia, en cuanto a la protección de la 
libcnad religiosa e ideológica, es uno 
de los más avanzados países del sis1e­
ma con1incntal, tanto por lo que ofrece 
la jurispnodcncia como por lo que apa­
rece en la doctrina. En cuan1o a E'u1do., 



Unidos. al hablar cr1 nuestro tiempo de 
confl ictos de conciencia no puede de­
jarse a uu lado a un país como éste que 
se asemeja a un «laboratorio de obje­
ciones de conciencia». dada la comple­
jidad de la realidad de la sociedad de 
este país. Y además nos encontramo' 
ante una institución marcadamente 
sajona, y que actualmente presenta una 
gran vigencia en este país. 

Con este estudio de Derecho Compa­
rodo. pretendemos dejar claros trna serie 
de conceptos. pero ni mucho menos ser 
exhaustivos, de tal modo que no hablare­
mos. como haremos con el caso español, 
de la objeción de conciencia y el Jurado 
por separado. para luego analizar la si­
tuación legal y jurisprudencia! del reco· 
nacimiento de la objeción de conciencia 
al Jurado, sino que estimamos más con­
veniente el centrarnos directamente en la 
objeción de conciencia al Jurado, distin­
guiendo entre el sistema europeo-conti­
nental y el angloamericano. 

2.d.l) La objeción de conciencia al Ju· 
rado en el sistema del Common Law 

En primer lugar, vamos a centramos 
en los casos de Inglaterra. Escocia e Ir­
landa. que expondremos brevemente. 
para luego detenemos en el de Estados 
Unidos. 

El Jurado es una institución jurídica 
típica del Common Law, y, de hecho, 
nace en Inglaterra en el siglo Xlll. y de 
ahí se extiende a todo el universo jurí­
dico anglosaJón. Por ello el Jurado tam­
bién existe en otros países históricamen­
te colonizados por Gran Bretaña, como 
Cauachi, Australia y Nueva Zelanda. 

Respecto al caso de lnglaterra(J. la 
función del Jurado aparece actualmen· 
te regulada en la "Juries Act" de 1974. 

En tal norma legal no aparece en nin­
gún momento mencionada la objeción 
de conciencia como posible cláusula de 
exención del deber a formar pane de un 
Jurado. Sin embargo hemos de señalar 
dos cuestiones: 

-en primer lugar, la lcgislacitSn ingle;a 
com.id.:ra no d egihlc' como jurado>. 
por ~u propia cont.l ici6n, a los nHni~­
lWS de culto y a lo~ miembro:. de un 
instituto rcligio~o. 

• en segundo lugar. debe tenerst: en 
cucn\a la "Praclict: Dircctiun de la 
lligh Coun" de 1988. dic1ada por 
Lord Chief Ju~ticc. en la cual ~e in­
dica explfcitamentc que u la objeci6n 
de conciencia puede ser legít ima ca u­
~a de excusa del scrvicJO JI Jurado, 
y cada solicitud debe ser es1ud1ada 
con sensibilidad y simpatía». 

Así las cosas. debemo, mencionar 
para acabar con este breve an:\li>is ele 
la ~i\Uación ing le~a. una sentencia re­
ciente de los tribunales ingleses. Se tra­
ta de la "Queen ·, Bench Di•ision de la 
High Court ofJu,tice". en la cual se d1ce 
que aunque l a~ molivacioncs de con­
ciencia no vienen exprc-.amente mencio­
nadas en la lt:y como una causa de ex­
clusión. podrían entenderse comprendi­
das dentro de lo que la propia kgJ:.la­
ción denomina ·<una buena ra7Óll>• ••. 

Probablement e por tal linea JUrb­
prudcnciaL la tendencia legislativa ha 
cambiado. de modn tjUC en la "Criminal 
Ju~ticc and Publ ic Orrlcr Act". de 1994, 
e incl uye una clátm•la de conciencia 

al Jurado por motivacionc~ rdigim.a,. 

En lo que rc'>pccta a Escocia. sólo 
haremos rcfercnciH a que la norma le­
gal es la denominada «Law Rcforrn 
(Misccllanou'> Provi,ion~) (Scotl:lnd) 
Act 1980 ss 1-3 and Schedule». En tal 
legislación aparecen -:xcu~ada~ la' per­
sonas pe rtenecientes a órdenes re ligio­
sas, los ministros de cu~lquicr o\ra con­
gregación re l igio a y los miembros de 
otras órdenes que vivan en un manaste· 
río. convento o comunidad religiosa. 

Además, el ;uúculo l.5 de la citada Ley. 
señala que otras personas pueden ser cx_­
cusadasdel servicio cuando haya razón su­
fic iente para ello. Tal y como apunta Lyall . 
la conciencia podría ser admitida como 
excusa, aunque todavía no se han plantea­
do supuestos en la práctica. 

h! ~c~uro' ().;: que la mOuencut de 
.1qud 1r.>l>.1jo no ,e 3FOJ.trn en el 0.· 
n:chv t.:otllpJrado. :\in o que "'t! C'\ten­

dcriJ ~1 mucho~ro oLm~ro p~~tje:, clarn­
m~nte Impregnado' del l!unu.:n1do 
dol C\lUtlJo dd doclur M,,nina 
Turrón Svln e,pcr.unr» que i:tl Jn · 

tlutll<1U haya pernuhuo correg" 1" 
m3; oria de: kl-. l!rmrcs pn:,cnte') en 
la pnmlll\'U red.Jcdón Ue e .. le análi­
o;¡lfii que c: .. tamos llcv:mdo a ..:nl>o. 

O• P.1r,t el .m.\h~h del ~a'a mgiCs } 
d c><'UCé'. v. l .YALL. r. 

Con,clence ::md Law: UK n.UIUU.tl 

rt:¡XH1•. -.11 L 'obh.::.ium• d; < .,,.c¡'~,,~a 

1rP1 ,Kit'Si tlel!t.r C'fflmtmtn ~uropra. 
A 1t1 Jctrmcontn,. Bm'<~1 leo.,­

Lov:uuu. 7-8 UJCClllbJc 19'.10. ~li la· 

no.t992.pp. l77 Y 17X 

(81 Tal prcceplo lcg~ l . como vcre­
nm!t. pre!!t:nlJ. una gran ,jnuhtuJ 
.:on la rt~tun l left'IJd6n C'Jla.ííoln. 
po1 ln que quit.i fue~e C(IOH·mentc 

un ;m~h\IIS mtt<... dcu:nHJo del mh­
mo. Sin C"mhargo. ya hemo ... r.\Lo­
nado que ~ólo nus n:ft:ruiamu" e:\ 

tcn .... :mte:nH• a lo' ca .... f\\ di! IL.1.It.1 )' 
l:.~tm.Jos t f¡udo ... 

29 



(9) Respectn ;ti C3SO irlandé\, v. 
HOGAN. G .. «llte refn<>lto fnlfill 
t·~rl:un obhgallon:-. tmposcd hy thc 
civi l law appcaling to he prohlem, 
of cnnsc!cncl! m thc countm:;, of the 
Eurorrcan Communuy· lreland ), en 
L'obie:umr .... ri1.. p. 187. 

(101 Pum el ca'o de Estudrn. Uni­
rlos . v. PA LOM IN O, R., l .as nbjr­
cronrs clr conciencia, Madrid. 1994, 
pp. 1'11 y "·· 

(11 ) PALOMINO, R., LM nhj•cin· 
ues ...• ub. ctt .. pp. 395 y"'· 
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En lo que rcspec1a al caso de lrl au­
da("), el servicio del Jurado se encuen­
tra regulado por la "Juries Ac r" de 1976. 
que pcrmirc excusarse del deber a las 
personas que forman pru1e de órdenes 
religiosas y a los miembros de las co­
munidades religiosas. Además. una per­
sona emplazada pam la función de ju­
rado. puede excusar e si pose~ una bue­
na razón para e llo (cotll'orme a lo qu<.: 
d ispone el an. 14.2) . Como apunta 
Hogan. ta l supuesto aún no se plantea­
do en la práctica. 

Pasamos ya a analizar el caso de los 
Estados Un idos de América del 1\onect"'). 

El sistema de jurado es un derecho 
que viene reconocido en la Scx ln En­
mienda de la Constitución Norteameri­
cana, donde se le configura como d de­
recho que poseen los ciudadanos a te­
ner «Un juicio público y por un Jurado 
imparcial». A diferencia de lo que ocu­
ITC en Jos países ajenos al Conunon Law. 
en Estados Unidos el sisrema del Jura­
do es ya antiguo y se encuentra com­
pletameme incardinado en su estruc lu­
ra judic ial. 

Todo esto indica la imporrancia del 
deber de fonnar parte de un Jurado. aun­
que como veremos a continuación. es 
posible obje1ar al mismo, así como la 
objeción por parte del acusado. 

Podemos distinguir dos etapas cla­
ramente di ferenciadas en el análisis de 
la objeción de conciencia a fonnar par­
te de un Jurado. tal y como señala Ra­
fael Palomino(~') : 

-Primera etapa: objeción de concien­
c ia al Jurado bajo un régimen ajeno 
a l «balancing test»: 1823 - 1963. 

Si en la mayorút de los p:1íses que 
hemos analizado o analizaremos, tene­
mos que esperar has1a fechas más o 
menos recientes para encontrar el plan­
teamiento de una objeción de concien­
cia a formar parte de un Jurado, es cu­
rioso el que ya en lll23 se diera e l caso 
en Estados Un idos: es el caso State v. 

Wi lson, 13 S.C.L. (2 McCord) 393 
( 1823). ~n el cual se denegó la petición 
de ser excluido de tal deber. 

Pero en 1943, en el caso Unitcd 
S tates v. Hillaryd. 52 F. Supp. 612 (E. D. 
Washingwn, 1943). los tribunales nor­
tcameric:mos aceptan la pretensión de 
un testigo de Jehová al que por la since­
ridad de sus creencias, se le exime del 
cumplimienlo de la obligación de for­
mar pane de un Jurado. 

-Segunda cwpa: la objeción de con­
ciencia a formar pane de un Jurado, 
a la luz de la decisión Shcrben: 1963. 

En el tema que estamos analizando 
el caso reciente más importante es el 
caso «In reJenison», 120 1\.W. 2d 515 
m517 (1963). Tal caso fue decidido por 
la Corte Suprema de Minessota, que en 
primera resolución no excluyó a Mrs. 
Jenison de formar parte de un Jurado. 
al sostener que este deber nonnalivo no 
prohibía el libre ejercicio de la libc11ad 
religiosa. Desestimaba. por lltnlo, que 
el ejercicio del cargo afectase al conte­
nido de la Primera Enmienda, Jo que. 
por el cotHrario, ya había sido admitido 
por la comentada sentencia de 1943. 

Sin embargo. Mrs. Jenison se diri­
gió a la Corte Suprema Federal, recu­
rriendo la sentencia de la Conc de 
Minessota: al mismo tiempo la Cone 
Suprema Federal estaba decidiendo 
Sherberl v. Verner, por lo que tal sen­
tencia inOuyó en la resolución del caso 
Jenison. Es ahora cuando se crea el lla­
mado régimen del «balancing test>>: se 
rrata de llevar a cabo una comparación 
entre el deber que se pretende objetar y 
la convicción que lo provoca. de tal 
modo que si con la objeción no se afec­
ta a un •<compelling stale interest,, tal 
derecho a la objeción de conciencia de­
berá reconocerse por el Tribunal. 

Además de los supuestos que acaba­
mos de mencionar, también cabría hablar 
de m ros en Jos cuales el problema no está 
en la misma panicipación en el Tribunal 
del Jurado. sino en la fecha que se elige 



para ello. No obstante. emendcmo:, que 
wles supuestos guardan una gmn >imili­
tud con las objeciones de conciencia en 
las relaciones laborales("). 

A cominuación nos ocuparemos de 
la objeción de conciencia a ser juzgado 
por un Jurado, es decir. la objeción de 
conciencia del acusado. 

Tal y como apunta Palomino( 1 
'). el 

supuesto se ha planteado sólo en la se­
gunda de las etapas que hemos mencio­
nado en el apartado anterior, por lo que 
no cabe remontarse hasta el siglo pasa­
do como emonces hacíamos. 

El supuesto más conocido en este te­
ma es el de United S tates v. uwis. 638 E 
Supp. 573 (\ 986). Alegando también la 
Ptimera Enmienda, Jos acusados preten­
dteron en tal ocasión el no ser juzgados 
por un Jurado. debido a motivos de con­
ciencia. El Tribunal aplicando el sistema 
del «balancing test» que hemos descrito 
reconoce la existencia del derecho a la ob­
jcciótt de conciencia de los acusado>. 

Indudablemente todos los supuesto' 
que acabamos de mencionar han de ser 
tomados en consideración a la hora de 
dar una solución al caso cspatiol: tén­
gase en cuenta. en detinitiva, que en un 
país donde la obligato1 iedad del cargo 
al Jurado es algo no discutido. ,e reco­
noce la objeción de conciencia a formar 
parte de un Jurndo. 

En el mismo sentido, también hay que 
tener presente que siendo expresamente 
. leña lado por el texto constitucional nor­
teamericano como un derecho. lo. Tri­
bunales admiten la po;ibilidad de que el 
acu~ado renuncie a ser juzgado por un 
Jurado. 

2.d.?) ur objeció11 de conciencia al Jura­
do e11 el sistema cnminental europeo 

En primer lugar analizaremos breve­
mente los supuestos de Bélgica, Fran­
cia. Portugal, Alemania y Austria, para 
luego considerar un poco más extensa­
mente el italiano. 

Como apunta Manínez Torrón( '").no 
existe ninguna norma procesal que re­
conozca de forma exprc'a la objeción 
de conciencia a fl,rmar pa11e de un Ju­
rado, en el :ímbito del Dcn;..:ho conti­
nenta l-europeo. 

En todos lo\ paíst:' a Jo, que c;,ta­
mos haciendo rdcrencia. se entiende 
que no deben ~er ll amados a formar par­
te de un Jurado los minimos de culto ni 
tampoco tos religio~o~. 

Además de ello, enl'i ca ·o de Alema­
nia debemos menctonar la cxtstcncta de 
decisiones juri>prtJdenctalc~ en contra dd 
reconocimiento de una ObJeción ele con­
ciencia al Jurado. Se trata de una ~cnten­
cia de la Kammergcricht berline>a. que 
como apunta Mattínc7 TotTón, es un tan­
to equívoca en ~u fu ncbmcntación. 

Por lo que respecta a rrancia. debe­
mos seiialar el ;u·tículo 258 del Código 
de procedimiento criminal, que en su pá­
nafo último señ<~l a que <<la objeción mo­
ral de tipo laico o rcligimo no constituirá 
motivo grave susceptibk de justificar la 
exclusión de la lista de jurado'>>>. No oh>­
t;mte, vemo' eomo puede haccr'c not;u 
un matiz. para aquellos que defiendan una 
~ulución ~,;orno ésta para el ca'O C~Jmñnl : 

en Fmncia el J untdo no e' una funcióu 
obligatoria >ino voluntaria. No tendría 
ningún ~entido inscribirse en una lista 
para luego argumemar un motivo de con­
ciencia con el objeto de eximin<c. 

En cuanto a Portugal, el Juntdo cst<í 
regulado por lo'> at1 ículo' _. 74 a 527 dd 
Código clt; procedimiento portugué . 
que fueron mod ificados en ; u mayoría 
por el D-L 605/75 y D-L 679/75. El úl­
timo de los decretos mencionados es el 
que fija la siguiente fórmula: <das per­
sonas que. por otra razones distima de 
las hasta aquí expuesta . no ofrezcan ga­
rantías de imparcia lidad. también que­
darán exentas». En hase a tal di. po:-i­
ción también cabría el planteamiento de 
la objeción de conciencia, porque recor­
demos que los jurados deciden de acuer­
do con lo que su conciencia le<; dicta. 

( 1 2) Sentencia., en IJ~ ..:u a k ' \e 
pl.anltaOO e'te problemJ :.on In:. ~i ­

gUl enl~,: Grech \.- . Y-'~um\ n,;ht.49~ 
F !d 7~1 (5lh Ctr 1 y¡.¡ 1 y Umted 
St•te' ' Su,km, 450 F. 2d 59b t~J 
Ctr t 'J7-l 1 

! 13¡ P,\l 0\11NO. R .. '-'" ul>juin 
nc>.. .. ub cll .. pp. 400 ) h. 

1 t-1) ~!Ml'TINI'Z TORRO'I. J , /..,, 
nhp rrrm dr ron e rcncia a fm mar 
panl' de• un JrJrnclo. ob. cit., p. 4. 
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( 1 5) Par;~ un an:lh>l\ m~< ponneno­
rll :tdo de 1:-t cue~ t ión belga. v. 
TORFS. R .... L' oh¡ccu on de 
con~c ll.:: nc c! en Uc!lgul Ut!», en 
L'tJbit~ÍúM Jo . • d t . pp. 129 y» .. 

( 16> Cn:cmm Cl'~O\Cmemc la leciU· 
ra del ouado trnhaj(l de TORFS. en 
cu.mtu que lo~ punto) ;-¡ohrc Jo~ que 
dcctdcn Jo' Jurado> en Oélgica son 
muy o.,emejantt!' .t lo' que :,e dan en 
b pana D< ahf que podamos hablar 
de la utilid1.d de t~ncr en cuenta l:b 
dcct .. OtiC> de Jo, lnhunale> belg,_, 

( 17) l:\13 ~entcndJ puede ver~ t!n 
11 Fnm, 1981. fl). pp. 3 18 y» .. ca'o 
Pignalclh. unp. Gav10Uo. 

( 1 8) l:!n la nu'-lm:l 'cntcncia p«<emo.., 
.tprcciar un3 not.l u ít ica de 
GIRO!'!. t .. En rcl:.coón JI conte· 
mdo de la mism.• debemos exprc)<tr 
nuc~tro total <.lt"MH.:ucrdo. y. en opo· 
l- ICJÓn al ml \ mo. nul!,',.tro ah~:;ol u to 

.1cucrdo con lo cx¡>uc~Lu por la !tt:n­
l.t!ncaa coment:..~da. Sobre eMe tema 
put!tle \'t r~ tamhirn el comt:ntario 
de I"ERRARI.S .. en Jo >Cnlcnciu de 
la Pretura de Modo ca, eh! 11 de '•SO>· 
1<• de 1 990. en 11 Fom. 1990. 1, pp. 
172 y"· 
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Por úliimo, en lo que rc,pccla al ca' o 
de Bélgica(15). debemos ~eñalar que la 
fu nción del Jurado e' ubligaluria, y que 
por lo geneml los tribunal e~ belga!> acep­
tan las pretensiones de los demandan­
tes con el obj eto de evitar el que se pro­
duzcan situaciones que pondrían en pe­
ligro la imparcialidad de los tribuna­
les( '"). 

A continuación pasaremos a anali­
zar el caso de llalia un poco más dew­
lladamerlle. dada la imponante doctri­
na all í producida, fruto inequívoco del 
gran desa rrollo de los csJudios de Dere­
cho Eclesiástico en e~•e vecino p<Ús. 

En el Ordenamiento Jurídico ilalia­
no se recoge el dcrccho a la libeolad 
idcol6gica, religiosa y de culio en el ar­
tfculo 19 de la Conslil ucilín. Al mismo 
1 ietnpo, la ley que regula la función de 
jurado. es la Ley de 1 O do.: abril ele 195 l. 
núm. 287. 

Por lo que respccla a esta Ley do~ 
son los preceptos que nus intcresau: 

- El artículo 12. en cuanto que tal pre­
cepto e:>. ime del cargo de jurado a 
aquellas personas que aleguen la 
condición de mini ~l t os de culto o re­
ligiosos. 

- El artículo 25. en cuamo que éste nos 
habla de un impedí menlo legítimo, es 
decir. una cláusula genérica scmcjan­
le a algunas de las que ya hemos ido 
viendo, y que se recoge cn el artículo 
12.7 de nuestrn Ley del Jurado. 

Ambos precepto fueron imcrpreta­
dos de fom1a muy extensa y coherente 
por la sentencia de la Pretura de Torino 
de 16 de enero de 198 1"''. 

A los efectos de este es ludio nos in­
te resa únicamente centramos en el se­
gundo de los arúculos por ser aquel so­
bre el cual podría consuuirse una cláu­
sula de objeción de conciencia. La ar­
gumentación para el reconocimiento de 
la objeción de conciencia se basa en lo~ 
siguicnlcs punJos en la citada sentencia: 

. el anículo 25 no distingue entre im­
pedimento de carácler físico e impe­
dimento de carácter moral o psico­
lógico. por lo que Jarnpoco el juzga­
dor debe di;tinguir. 

. la necesaria impMcialidad en el ejer­
cicio del deber como pndernos ver 
en el juramento que se ha de prcslar. 
Por tanto, debemos relacionar ese re­
quisilo de la imparcialidad con el in­
lerés pro1egido. que aquí es clara­
mente colectivo. 

. la fungibilidad unilateral de la fun­
ción del jur.Jdo. El que una persona 
no cumpla el deber impuesto. siem­
pre que el impedimento sea legítimo . 
no implica para la colecJividad nin­
gím daño, smo prec1samen1e todo lo 
contrario. Por ello. la fungibilidad 
hace referencia a que el deber puede 
cumplirse satisfactoriamente por otm 
sujeto disunto al que objeta("). 

Finalizamos ya con este apanado 
consagrado al Derecho comparado. 
cuyo cometido era el de dejar un pano­
rama más o menos claro de la si1uación 
en nuestro entorno. para que pudiéra­
mos gutarnos al 1ra1ar de dar una solu­
ción a un problema tan recienlc pura 
nuestro país. De eso nos ocuparemos en 
el siguieme apanado. 

ffi. EL SISTEYIA DE JURA­
DO EN ESPAÑA: PERS­
PECTIVA HISTÓRICA Y 
SITUACIÓN ACTUAL 

A lo largo de este epígrafe haremos 
una expo; ición hislónca, y creo conve­
nieme juslificar la misma. La mslitución 
del Jurado ha fracasado rotundarnenle 
duran le toda nuestr.J htsloria, y por ello, 
en base al sentido onentativo que la Hi~­
loria ha de poseer. consideramos acer­
tado el inr.roducir tal exposición históri­
ca. para saber si el legislador ha vueho 
a caer en los mismos cnorc~ que en el 
pasado deJcrminaron lal fracaso. 
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J.a) El Jurado antes de la Constitu­
ción de 1978 

Brevemente trataremos cual ha sido 
el origen )' el devenir de la institución 
del Jurado hasta 1978. para poder com­
probar que ésta no ha sido una institu­
ción que el pueblo haya demandado ur­
gentemente. sino algo que el poder po­
lítico ha impuesto, Jo que no puede te­
ner justificación en el momento ac­
tual('•). 

El Jurado nace en Es palia a trav~ del 
anículo 106 del Estatuto de Bayona de 
1808. Como sabemos, tal texto constitu· 
cionaltuvo una vida no muy ¡Úortunada. 
por Jo que habd que esperar hasta la 
Constitución de Cádi7 de 1812 para que 
por vez primera se haga una alusión di­
recta al establecimiento del Jurado: el 
artículo 307. Tal anículo, como toda la 
Constitución. permaneció olvidado has­
ta el Trienio Liberal en el que se temtina­
ría adoptmtdo un sistema juradista com­
pleto. con el proyecto de Código de Pro­
cedimiento Criminal de 1823. ¡Extraño 
en la historia de España, pero pocos me­
ses más tarde se acabaría el período de 
libertad en nuestro país para volver a un 
sistema completamente dictatorial! Evi­
dente es que en tal sistema no tenía senti­
do un Tribunal del Jurado en la organiza­
ción judicial. Habría que espcmr a J¡J 
Constitución de 1837 para el rc~tablcci­

miento del Jurado: se trataba del artículo 
2. Este precepto fue desmrollado por un:t 
le)' de ese mismo atio, pero e te sistema 
no duraría demasiado t icm¡JO. lo cual era 
completamente coherente con los conti­
nuos vaivenes e inestabilidades políricas 
que España ~ufrió durante el reinado de 
Isabel !l. 

Todas estas Jeye~ anteriores a la re­
gulación de 1872. tienen en común su 
escasa duración. su comprobada ine­
fectividad y el estar circunscritas a un 
objetivo muy concreto: el de los delitos 
de imprenta. 

Así las cosas, llegamos a la regula­
ción de las Leyes Provisiouales, del año 
1869 y 18881'"'- En el primero de estos 

años se promulga la Con~tituctón del Se­
xenio Revolucionario. que en u artículo 
93 preveía la in~Litución del Jurado. 

Cabe ~hor.t preguntarse por el dcsa­
n·ollo de este precepto constituc ional. 
Pues bk n. la Ley «provistonal>> sobre 
organización del Poder Judicial de lll70. 
se refiere en su artículo 1 :l. l al Jurado y 
se remite a una f1ttura ley de procedimien­
to que se aprobaría en 1872: 1~ Ley <<pro­
visional» de cnjuciamicnto ctiminal. que 
regulaba b institución del Jurado en los 
at1ículus 658 a 785 (Título IV). así como 
en los artículos 806 a 808 (Título VlJ en 
cu<mlo al régimen de recursos. 

P~c a Jo, denodados intentos de la 
clasc política por conservare! poder y con 
ello el tan recientemente instaurado jui­
cio por jurados. la Primera República E~­
pañola cae a Jos 15 meses de su constitu­
ción. y por Decreto de 1875 e l Ministe­
rio de la Regencia suspende el Jurado. 

El siguiente paso es la Ley de lllll8. 
sobre establecimiento del juicio por ju­
rados para determinados delitos, que 
será la primera de las leyes importantes 
del Jurado en nuestro país. Dedica este 
cuerpo legal 122 anículo. y uno adicio­
nal a la regulación del Ju rado. 

Muchas fueron las vicisitudes que el 
Jw·ado atraviesa durame la larga época 
que va desde 1888 hasta el 18 de junio 
de 1931. Pero de Jo único q ue dej are­
mos constancia aquí e' de su completa 
suspensión por un decreto de 1923, así 
como del Decreto de !Rdejunio dc 193 1 
por el que Alfonso XIII. desesperada­
mente, trató de re instaurar el Jurado, 
como un medio más para que e l sistema 
monárquico esp~ñol no se desplomase. 

Pero poco después triun fa la IJ Re­
públ ica. con lo que se promulga un nue­
vo decreto. e l de 22 de septiembre del 
mismo año, que, modificando la Ley de 
l888 substancialmente, la hace entrar en 
vigor nuevamente: queda por tanto de­
rogado el Decreto de 18 de junio de 
1931'"'. Tal configuración sólo durará 
hasta la Ley de 27 de julio de 1933. por 

¡ 191 Para la historia de In instilu­
CI<l ll del Jurado puede \'crsc como 
obra gencr~t ALEJANDRE GAR­
CtA. J.A .. Lll JUSliciil popular t'Jr 

Espai;tJ, Am•/i)iS de 1ma e \ptneu­
Ó(11•rJtóncc~· los Tr~bwwies de Ju~ 

radns, Madnd. 1981. 
Toda la lcgi\lución hi:\tÓnca del Ju­
r.ltlo h.1 ' idu r.:co¡:>~lada por la $<}­

~n:tarí~ de Puhllca.cmncs de Ja, 
Corte" Generale." en Documema­
ciórl prcl'ln n /11 uamuacion ~f~ la 
J "'' Orsmurn dd TrUumrJI del ht· 
radu. 
A~musmo t:tmht~n re .. ulra rie m1e­

rés. !'AIREN GU ILLEN. V .. • F.n­
~uyo preliminar sohre el modelo 
.cj1.1rado de \ercdtChH en E~}Kllin: 

~obre ctcn:n, vtci .. uLJde~ de In lc!y 
<lel Jur.1tlo de 1888 hn>ta 1936 • en 
Rrt•i<ta de IJcreclw l'rocesal. l ')<)5, 
núm. 1. pp. 805 y"·· 

(20) T.d denomio~lción e:-, ul i htad~t 

en la ~lcm<>Tw puhltcada por el 
Congrcs..1 d~ lo-. Dtpll t.1.ct.J~jllniO :ti 
Proyccl<l de lUde m.rr-1o de t 994. 
que pucd\! verse en Sccre1:1rfn G!.!­
ner.tl de PltblicndLlllt!~ de In\ Cor­
te!'! GctiCr.tlc;,.DarumetJtadóu ¡J~­

''ia" /u rnmritm iñn 411! la Ú '} o,· 
,s:timca del fribrmal drl Jurada. 

(21) A' '"'""'" el artículo 103 de 
1:1 Con..,tt tuC':t•)rl de 1931 ~ .. lahlcda 
también In rcimphlrllación Ucl Jllt· 
¡;¡u por j urado ... 

33 



121) Como ~un•,..,u.IJd. d aiJtor Uc: 
c\ttJ' do-. tc\to~ h:~alc:'-. en Cll'n o 

-.cnudo rnuy c11'.tiniO'-, fue Nice1o 

t\lcJI .i Z...un'.)f"".t y 1om:\. un •Fbigne 
prl-.c~ahlita que:. L'ftn 1"' :u1u~ . . tea· 
bo.~ría \lenUo uno Ur l ~oh m oh paOOo 
1.:'1111 lU~ tfc l:11IDt1111CU)n del Jul'3d0, 

¡r,, h:1.~r Mdo uno dt' \lh rn.h Jp;t­
'iono~dll-. Uclen'orc). 
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lo que algunos autorc~ han ;~ñ,tlado qt1e 
el juicio por jurados, en un período como 
este, que indudablcmcute fue el de ma· 
yorc\ l i bcrtade~ para nuestro pafs en su 
h i ~toria anterior a 1978. mmpoco tuvo 
una gtan aplicación, pon1u~ se limitó de 
nMncm muy imponante $U objeto("). 

En julio de 1936 Cl>t;llla la Gucrr.1 
Ci~ il. En el bando de lo\ republicano; 
continúan en\ igor las di' IJO'iciones le­
ga le> relativas a los tribunalc~ popula­
res, aunque de hecho su funcionamien­
to carecía por completo de opcrntividad. 
Por cotma, en el bando de los naciona­
l i stas'~ dictará el Decreto de 8 de scp· 
tiembre de 1936 de absoluta suspensión 
del Jurado. 

En abril de 1939 Franco lirma el úl­
timo pane de guerra en Burgos. Como 
es natural ya no tenia sentido una insti­
tución basada en la panicipación del ciu­
dadano en la Administración de Jusli· 
cia. por lo que el Jurado. como el 
Guadiana, vuelve a desaparecer. Pcr o no 
nos preocupemos, que en 197R Sllrgirá 
de sus propias cenizas. las cenizas de 
la' hogueras en que la libcnad. la igual­
dad. la JUSticta y el pluralismo fueron 
quemados por los inqui>idorcs de la 
Dictadura. dingrdos por el General Frnn­
co. el cual sólo hubiera aceptado un Ju­
rado formado por copias de ,¡ mi,mo 
(si bien es cieno que el requ1sito del ca­
rácter lego. históncan1ente exigible en 
esta msti tuctón, habría quedado perfec­
tamente satisfecho). 

Oc todo lo que hemos apuntado has­
u t"IIJP mtHJ)l''lJ('I, .tW ~~')~t .t.l.!"tJ~.IÓ.r 

el arrnigo hi~tórico del Jurado en Espa­
ña. Ahora bien. si analizásemos la his­
toria de nuc,tro paí> hasta hace pocos 
;uios no cr~o que pudiésemos concluir 
fücihtrcrllc el arraigo de otra institución 
mucho m{IS genética e im110name. como 
e' la de la mbma democracia. La dife­
rencia está en que mientras que la de­
mocracia fue reclamada por el pueblo y 
negad:1, aunque con excepciones. por el 
poder político. el Jurado fue precisamen­
te impuesto por los dirigentes. a la vez 
que los ciudadanos dejaban muy paten-

te con MI actitud :rbstenc ion i ~ta que no 
estaban deseosos de que tal institución 
fonna~c parte de nuestro Ordcnamicu­
to Jurídico. 

De, pué' de haber descr ito cuál ha 
, idu la andadura histórica del Jurado en 
Espfiña vamos u analiL<rr cmíl ha ~ido el 
tipu de Jur.rdo que históric:uncntc se ha 
impucl>tO cu España. Crccmo, com·c· 
nicntc tal rcfcrcucia porque el tipo de 
Jurndo influye en la aceptación de una 
cláusula de conciencia a tal servicio. 

~ucstro Jurado históricamente ha 
sido un Jurndo puro, lonnado c~clusi­
vamente por ciudadanos legos que de· 
cidían sobre los hechos. L:t decisión de 
los hecho; conlleva una ;cric de conse­
cuencias respecto a la penalidad que el 
tribunal ele Derecho va posteriormente 
a imponer, influencia que a lo~ jurado> 
no les p:lloa desapercibida. De ahí que 
aunque sólo ;e decide sobre los hechos 
quepa perfectamente el plameamiento 
de una objeción de conciencia. 

Haciendo esta alinnación para un 
sistema como el descrito crccmo~ que 
es fáctl comprender cuál ser:\ 1:1 conclu­
ión a la que llegaremo> en el ' istcma 

actualmente establecido. que adelanta· 
mas ya. va mucho más allá porque no 
se queda simplcmeme en una declara· 
ción de hechos probado,. 

A continuación vamos a anali7.1r el 
sistema de exenciones en la rcgulacicSn 
histónca del Jurado. la fundamentación 
de la cláusula de conciencra y la acep­
.-.?C.'b.~ ¡NJ0:.'&o· .j,:,l k . .-.o.'-3. 

Son muchao ldS diferencias entre las 
disti nta~ IC}C~ del Jur.tdo a las que he· 
mos hecho referencia. respecto al tema 
de la~ cxCli a,, aunque en toda> ellas 
existe algo en común. que ha pasado a 
la actual legislación: el con,iderarcl car­
go de jurndo como un deber de carácter 
inexcusable. 

Sin embargo. podemos hacer refe· 
rcncia a una di¡,tinción entre dos etapas 
en las lcye' españolas sobre el Jurado: 



-La regulactón anterior a la refom1a que 
sobre la ley de 1 !188 impr imió el De­
creto de 22 de sepuembre de 193 1. 

Lo común a todas estas regulacione' 
son precisamente estas dos cuestione~: 
en primer lugar. todas la.~ nonnas a ex­
cepctón del anfculo .¡ 1 del Decreto de 
22 de octubre de 1820. configuran un 
sistema de exenciones ccrn do en el que 
es completamente im1Xlsible introducir 
un objeción de concicncüt por motivos 
religiosos o ideológicos. Pero el citado 
precepto legal dice textualmente: «Nin­
gún ciudadano podrá excusarse de este 
cargo a menos que tenga alguna impo­
sibilidad ffsica o moral a juicio del ayun­
tamientO>•. 

Este supuesto es el único en el que 
puede apreciarse un antecedente de la 
objeción de conciencia: démonos cuen­
ta de que dice «Imposibilidad moral>> y 
no habla de «imposibilidad mtelcctual,., 
ténnino este último utili7.1clo por otro> 
cuerpos legales del ~iglo pasado para 
hacer referencia a una incapacidad de­
rivada de la no posesión del sufi ciente 
juicio para entender y decidir. El ténni­
no que aquí se usa indica claramente que 
se trata de una imposibilidad derivada 
de motivos morales. 

En segundo lugar. In otro caracterís­
tica común a todas estas normas es que 
se excu>a a lo> mini. tro' ele culto y reli­
giosos. aunque con diferencias mnr·ca­
da> por el carácter más o meno' progre­
sista de c:1da época. Tal situación >e 
plantea inclu~o en épocas r~voluc ion:l­

rias como la comprendida entre 1 68 y 
1875. En definitiva. se trata de una vio­
lación del principio de igualdad existen­
te en la actualidad, pero que naturalmen­
te no posefa. en el consti tucionalismo 
liberal del siglo XIX. el alcance que hoy 
se le conoce. 

-La segunda de las etapas. como es 
fáci l de adivinar. comienza y se agota 
con la legislación de la Segunda Re­
pública. Más coherente con el prin­
cipio de igua ldad jurídica que la 
Consti tución de 1869, la de 193 1 

optará por establecer un sistema muy 
cerrado de exendonl!b. imponiendo 
tarnbi¿n al clero la obligatoriedad del 
cargo de jurado. 

Respecto a la aceptación popular del 
Jur'ddO. e!. e' idente que en ningún mo­
mento el pueblo ha estado deseo~o de 
su func iona1mento. Señala Rodríguel 
Martínt" ) que «Siendo fácil imponer 
obligaciones resulta difíci l que . e cum­
plan cuando los deberes no correspon­
den a los hábitos ;ocia le,». 

3.b) El .Jurado a partir de la Consti­
tución de 1978 

3.b. l ) El artículo 125 de la ConlliiLI­

ci6n espmiola 

Lo primero que crecmo. convenien­
te hacer.:> precisamente refrescar nues­
tra memoria para saber cual es el conte­
nido de este art ículo: «Lo' cmdadano' 
podrán ejercer la acción popular y p,tr­
uciparen la Administración de Ju, ticiJ 
mediante la insti tución del Jurado. en IJ 
forma y con respecto a aquello~ p!Oce­
sos que la ley determine ... •>. 

Del precepto que acabamos de citar, 
en este estudio sólo nos interesa la cues­
tión del Jurado. Crccmo' conveniente 
para delimitar mejor el con ten ido de e\tc 
artículo un tamo vago, impreCi\O y flexi­
ble hacer referenci a someramente a los 
debates parlamentarios. 

La primera reflexión que nos ' ngicrc 
>u lectura es la intención de logmr un con­
ocnso. producida por la dbparidad de ide­
a; de los di.tinto; partido; políticos. algo 
que como sabemos es común a todo tex­
to con titucionaL Pero no puede decirse 
que ninguno de los partidos políticos tu­

vie;e la intención clara de implantar el 
Jurado, y la prueba está en que. excepto 
el Panido Comunista en los programas 
para la campaña de las elecciones de 
1977, ninguno de los partidos se refería 
al Jurado. 

En los debates parlamentarios. la 
derecha pretenderá evitar la participa-

(2.~) RODRttiUEZ ~1ARTIN . .'\ .• 
Ú}J ~.¡, 10s 1rremcdiabJts del Jura­

dr>. "pr.ci.tn sr~primirlo. Modrid. 
t9tt.pp 119 y". 
l<ecomc nc..lamo~ l:t lcctur.1 de c: .,la 
ohra t.lnto .t In-, 1ntijurad1\t.'IS como 
a lo' p.rrudano, <kt Jurado: produ­
Cirá la n<a en lo' pnm<>ros )' qu111 
ha~J c.·3mbM.r de op101Ón :t lo'> se­
~und"' 
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(24¡ I'Jro tod• la tramnactón ele la 
Le; Org:m~eJ del Pooer Judk"tl. 
'"'"' Conp1cw de lo, Dtput.tdo,, 
SC\..TctJri;!. ( icncral (fi,¡l"un ett" dr f'\1 
hlu:.K.ill OC~ ¡. u, O~umca d~l 1-'o­
J~r Jlldtcral lrlll"'-'J"j JHJr.'amtlltn 

rín1, ~1 .1d r.d, 1 '186 

P51 LQ7,\NO HIGLIERO PIN'I O. 
.\1 • P•rtll tpaetón y cnlat>oractón 
en ).;i j t ')liCI. •. en JornaduJ wbrt• t'l 
lllr<Jtio. (' J<:<IC\, 1 ')~'). PJ>.201> y"· 
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ción popular en la Admini stración de 
Just icia; el cenrro pretende una partici­
pación indirecta y la izquierda aboga por 
una partici pación directa. 

El texto del Anteproyecto de la Po­
nencia del Senado deja perfectamente 
claro que se rrat:J de un deber de part i­
Cipac ión. que luego desaparece en el 
texto defi nitivo. Muchosjunstas han de­
jado claro. y creo que acertadamente. 
que cuando la Constitución impone de­
beres lo hace claramente. Por tanto ve­
mos claro que de un mati7. imperaiivo 
en el Anteproyecto se pasa a un lllat iz 
potestativo en cl tex1o dcfinilivo. 

J.b.2) La Ley Orgánica del Jll!ado: au­
wcedeures, lmmiwció11 y texto defi­
nitivo 

Lo primero que vamos a analizar son 
los problemas que conlle\'a la redacci6n 
de los artfculos 19 y 83 de la Ley Org:í­
nica del Poder Judicial respccio a 1~ 

literalidad del anículo 125 de la C'olll>­
timción española. 

Según el citado precepto con~t itucin­
nal es evidente el matiz potestat ivo de 
la función del Jurado: en ningún mo­
mento cabía suponer la existencia de un 
deber. Pues bien . nuestros l egisladorc~. 

siempre tan atentos, con la inicnci6n de 
conservar el espíritu del precepto con~­
titucional dedican dos art fculn< de esta 
Ley Orgtínica al Jurado y mc re uha 
francamente difícil decidir cual de los 
dos me ofrece peor v<IIor~dón: El artí­
culo 19 señala exactmncnie lo mi <mo 
que la Consti tución (¡debía de ser. por 
tanto de una absoluta necesidad el in­
cluirlo aquí!). y el 83.2 a) contradice a 
nue~tro primer cuerpo legal. 

Muchos estud!osos afirman que no 
existe tal contradicción. ~ ino que el re­
sultado es el que cabría de esperar de una 
buena interpretación sistemáiic:I del artí­
culo 125 de la Norma Suprema en base a 
orros preceptos de la misma como el ar­
tículo 1 18. Luego hablaremos de tal po­
sibil idad, pero en los razonamientos de 
los parlamentarios (si los hay) no apare­
ce por ninguna parte la mención al 11 R. 

La originalidad del artículo 19 hace 
que prefi ramos no ocuparno~ de él. pero 
lo que si \'amo· a hacer es analizar los 
debates parlamentarios del artículo R3 
y exponer y criticar esa interpretación 
istemática de la que hemos hablado. 

Respecto al primer lema ha de que­
darnos claro que no en todo momento 
exis116 el apartado 2 a) del artículo 
83('). El Proyecto de Ley que se pre­
scma al Congreso el 13 de noviembre 
de 1984. no hace ninguna referencia a 
la obligatoriedad del cargo en el enton­
ces artículo 92. En la Comisión del Con­
greso se presentan varias enmiendas y, 
:II discutirlas en la sesión de 5 de mar?..o 
de 1985, tras cuatro hora~ de debate con­
tinuado, el Grupo Socialista presenta <<in 
vocc» una enmienda. la 1309. en la cual 
apnrccc el :•ctual contenido del artículo 

3 2. El representante del Grupo Vas­
co, naturalmente. muestra su confonni­
dad y renuncia. incluso. a defender su 
enmienda. Lógico. en cieno sentido. 
porque su Proyecto de 1983 de la Ley 
del Jurado se basaba. precisamente. en 
la obligatoriedad del cargo. 

Rc,,pccto al representante del Grupo 
Popular nadn dice acerca de la inconsti­
tuciunalidad de la redacción que se pre· 
tende dar ¡¡l artículo 83: sin embargo, 
aconsejo la lectura de este pasaje de los 
clcbatcs para aquél que nún dude de que. 
donde antes eswbn el Congreso de los 
Diputado~. no s¿ muy bien desde cuando. 
se ha in~lalado el teatro María Guerrero. 

Vamo~ ahora a analizar la justifica­
ción que algunos autores dan al artículo 
83 sobre la base de una imerpr~tación 

sistemática del 125 de la Constitución, 
alegando el artículo 118 de la mismaf'). 
Lo primero que hay que preguntarse es 
si c. tos do, artículos de la Constitución 
nos habl<m de lo mismo: es evidente que 
no. Por otra parle. si no es obligatorio 
el ejercicio de la acción popular. uno de 
los modos de participar en la Justicia, 
¿por qué habrfa de serlo el formar panc 
de un Jurado?. Con todo. muchos 
procesalistas invocan el artículo 118 
para justificar el exceso de la Ley Or­
gánica del Poder Judicial, mientras qlle 



otros. 1gualmeme dc\lacado~. lkgan a 
la concht~ión opuc~la ( ''). 

En palabras de Montero Aroca po· 
drf:unos decir: <<SÍ. ya sabcmo~ que cx i ~­
ten en el campo del Derecho. en el Pú­
bhco espec1almeme. los que >e hnn de­
nominado derechos..<Jebcrc>. pero una 
cosa es que existan y o1ra que la Con\li 
lUCIÓn. cuando prevé el Jurado. ha}a 
querido e~tablccer uno~. 

A cominuac1ón. tra~ el <Jn:ílisi, de los 
preceptos de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial relacionados con el Jurndo. va­
mos a estudiar cómo se hnbía previ ~ IO 

una posible cláusula de conciencia en 
la ~ proposicione' de 1983 y 1990. 

En 19X3 el Grupo Parlamentario Va;­
co presema una Proposición de Ley 
Orgánica parn la regulación del Tribu· 
nal del Jurado("). A tenor de lo que dis­
pone el artículo 12. dado el carácter cc­
rr:l(IO de la;- cláusulas. no es posible la 
alegación de la objeción de conciencia. 

En 1990 el Grupo Parlamentario del 
C.D.S. presenta en el Senado la segunda 
Proposición de Ley de la que v:unos a 
lratar(liJ. El apa11ado b) del anículo 9 
cxcu<;.1 a los ministros de cualquier reli· 
gión y los miembros de las órdenes reli­
g io~ts reconocidas. miemras que el apar­
tado g) podna dar lugar a la existencia de 
una cláusula de conciencia (tal apartado 
dice: •Los que se encuentren en una SI· 
1uación que ponga objetivamente enries­
go la debida imparcialidad»). 

L:t valoración que nos merece esta 
proposición es buena en cuanto al apar­
tado gJ. ya que. como diremos. la im­
parcialidad del jurado es un requisito 
fundamental del mismo. y precisamen­
te la objeción de conciencia puede ve­
nir dada por la carencia de tal imparcia­
lidad. No es tan positiva nuestro con~i­
deración del apartado b). porque enten­
demos se viola el principio de igualdad 
jurídica: los religiosos no han de excu­
sarse por su propia condición. sino por 
motivos de conciencia personal. 

Ambas proposiciones de Ley no lle­
garon ni tan siqUiera J deha11~e. 

Vamos a ana hwr ahora los Antepro­
yectos de Ley Orgánica del Jurado de 
1994 y e l Informe del ConseJO General 
del Poder Jud1cial. 

Son dos los Ame proyecto' que c"\iS· 
1ieron con amenondad :tl Proyecto de 
Le) de 20 de ma) u de 1994. El primero 
e> de 11 de marLo y an su ~u tí culo 12 
A). apanado 9 recogía tllld cl:íu~ula ge­
nérica que por . u reducción no daba lu­
g<~r a una objeción de w ncicncia: clara­
lllenle se 1ra1aba de un impedimento ff. 
sicoe'). 

Por contra. e 1 A nlcpruycciO de 20 de 
abril de 1994 qnc fue precedido del lo­
forme del Consejo General de: 7 de abril. 
es exactamente igual al ac tual: de ahí 
que tratemos má~ adclame del mismo. 

El Informe evacuado por d Consejo 
General del Poder Judicial es merece· 
dor de una cierta c:rfli ca. Por un lado. al 
comicnm del Infom1e el Consejo ase­
gura que más adelante ,.a a profundizar 
sobre la naluraleLa de la participación 
del c iudadano en la Justicia mediante el 
Jurado. Yo, ingenuamente. pensé que 
1ambién se referiría a la obligatoriedad: 
no sólo no lo hace. s1no que ni siquiera 
vuelve a mencionar elte111a de la natu­
rnleza JUrídica. 

También vamos ;¡ señalar lo que tan 
acenadameme apunta Gutiérrcz del Al a­
mo Gil("). Según este j unsta el Conse­
jo no se equivoca cuando dice que de­
bernos considerar como destinatario<; del 
verbo «podrán». no a l o~> ciudadanos, 
smo al legislador. Pero después el Con· 
scjo no sólo no alinna la obligatoriedad 
del cargo. sino que cree que deberían 
elevarse las multa;; en caso de que los 
ciudadanos no acepten el cargo. 

En la lrami tación del Proyecto de 
l ey Orgánica de 20 de mayo de 1994. 
nos interesan tre~ enm iendas, dos en el 
Congreso y una en el Senado( 11

). 

(26) AUt\m:~ que c~t:an de acuenlo 
con la in,oc. c1ón MI 11 8 'on 
GL\IIo.:-10 SI.:.!\ ORA. V. •d Jura· 
do~ 1~1 Cl')M,IIIuctón,., Re\·iJtajurf­
d•m L..J Lr~•. 19K6. l. pp. 1().¡2 y 
".y 1.1mh1én GISBERT GISBFRT, 
A. •El Pru>c"ICI <le Le} de JurJdo•. 
NrdHn Gt'ntrol dt' ()N, clw. Jumo. 
1\195. pp 90')7 y ". Aulurc' que 
no ,h.:cptan el ;Jrlfculn RJ -.on· 
GL TIFRRiiZ .\LV!Z-COI'.RADI. 
¡.;,, • La m'tru~I."IM del Juradtl o 
Juc7 ler.o .. Rn i.\ta Jut~dlC'tJ ÚJ Lt•.\, 
I'Jh7. l. l lln ~ ".y t.!ONTI:.RO 
ARO<' \ . J .• " FI Jurado po,Jble•. 
~n Jarmuln1· .... cll .• 117-1 19 

(:!7) L.• propuc,lo dell' N V. puede 
\'eN en B OCCGG. Congre·><l 
cit· laJ DIJmf,ldo.t. Scn c B. 16 de 
'epu cmbrc de I 'IK1, nnm. 54-1 
Tambttn en nucumtll/tlnon prt'ntl 
tr la rrmrmacüSn dr /t¡ /_¡r Of!:mll­
ca tlrl Tt 1/mrw/ (/d Jurt.u.lo. pp. 609 
Y':!>'. 

(28) Lu l'ropoMCJOn de ' "") Org:i­
ll!C3 del e 1) S. puede vcr~c en 8 o. 
C. C. G. G .. Srnado. Sen e 111. l7 de 
febrero de 1 ~90 num l (a) y JJm 
b1~n ~n Darwth'rlludon p rene1 a la 
tr,umtacwn tlt' la 1~\" dt'l Juradn, 
di pp 619 y''·· 

(29 ) An•<Lio 11 Al. apanado 9: " 
Podr .UI c'C\I't•llr,c aquellos en QUIC­

nc\ concurra cu.¡JquJt"l otra gr.l\C 
irl lpO~ti balidud numi fic!!lta. ~1cmprc 

que no huhtcra , ,Jo prrwocadu p:u,t 
eludir ),t uhl igu,;n.Hl)~. 

(10) GUTIERREZ DEL ALAMO 
OIL, R ... m Juradn y la nbJ<Ción 
de \.:4-J itCICIICI .I», 1i1pU1, <JJCICillbrc <J¡; 
1995. lll' 65 } "·· 

(.ll) De la ~~~~' unponan1e de ¡,, 
tre' cnn1icndu\ que u Ct.mllnuucJón 
~e c:om~mun. 1:1 num. 32. he temdo 
noticia gmcia!> al artículo de RA­
FAEL NAVARRO VAI..LS. << Oh· 
JCCi6n de conciencia al Jurado•. El 
Paf>. 5 de enero de 1996. La< en· 
m1cndas del P. N. V y del PP pue­
den verse en 8.0 C. C.G.C. Con· 
gre>o de los D ipmado.<. 27 de oc­
mbre de 1994. Serie A num.64-9. 
La enmienda del Grupo Calal~n 
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puede 'er-.e en n O e e G G . St 
mulo. S ene 11. J:4 \le mur tu de: 1995, 
num. 72 ic). ~· 1 \tlln p.tnicular pth.:· 
ele 'fr>e en itl<m, 2·1 de a~nl. 199~. 
num. 72 lel l'nr.o el debate de In 
enrmend.l 12 'én-e R O C C G G . 
Dturw clr Srsronrs clrl ~mad<1, Cn· 
llll'fiÓII dt? )U11U'III. c!n ,C,htO Cl!( ~­

br.ld,t el 19 de .1hnl de ICJ<J5 

n21 Véa\e •1 '"'IX:llll GONZALEZ 
I>I· L VALLI·. J. \ l.. • Oh¡ecoón J e 
cuncu:ncb ) hbeataJ rdtgtu,;t e 
Jdcol6p1c.1 en 13' Cun,tnu.;IOncs C..\­

p:tñn1.1. :t:mrncnnJ. Jleman~t DcciJ 
r.o<·oonc' de lu O N L'.) (\¡n, emu 
l.uropco, con JUn.'-pntdcnct::t•,, en 
Rl'I';Jin <le Drrri lw Prinulu. atml. 
1'191. pp. 275 y \>., Tarnbo~n del 
ma\n~o autor vé.ht: CruJo de Drre 
dm E, !eJWlflco, 1• t..•\.hl.IÓn. Scr\11-
CIO d~ Pubhc!tCIOnc.., de IJ U01H!r­
>od.tddeQ\ledO.l992.p¡> J.j.ly,; .. 

(,11) B.O.E. nolm. 2~ l. vacrnc' 24 de 
llO'-lCmbn..: de 1 Y95, ;trticuln 527. 
Rccordemc:r.. ttlle c:l~.:tlndo cuerpo lt::­
!ltll no ha cnlr.tdo en v&~or. pero 
cre~mo, convem~nte rco.tla!.tr c'le 
~1pumc 
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La enmienda del Grupo Parlamen­
tM!O Va,co es la num. 5 del Congreso y 
pretende excusar a aquello; cuya Impar­
cialidad pueda \'crse compromettda. l'ue 
dc~C>ÚOJada > en el texto dclinuh o no 
ha} ningún refleJO de la misma. 

La enmienda del Gntpo Popular es la 
191 del Congreso y pretendfa añadir el 
sigutcme contenido al artículo 1 :!: «Que 
dar.ln excusados tambtén los cclcsiásu­
co• ) nnnistros de culto de las religiones 
inscrita.' en el Regiqro correspondiente 
por razones de su mmisterio•. Aunque el 
Gl1lpo Socialista había señalado su inten­
ción ck estudtarla. no fue aprobada. De 
todos modos ya hemo., dejado claro que 
C.\tC tipo de precepto> que cxcu~an a lo~ 
re ligiosos sólo por ;u propia condición 
no tienen sentido de acuerdo con el prin­
cipio dt: no discriminación. 

u t enmienda num .. n fue presema­
da por el Grupo Parlamentano Catalán 
y fue el úmco momento en que se pro­
nunciaron las palabras «Objeción de con­
c iencia>•. Recogemos aquí el texto de J;¡ 
ennticnd~ por u brcved~d : 

•<Los miembro~ de u u,¡ a~octación u 
orden rehgtosa. que por moti \'0 de su 
ideolog ía o creencia. aleguen que no 
pueden desempctiar la función de jura­
dos, quedarán igualmente exeu~ados. L1 
justificación: el Derecho comparado». 

Aunque esta cnmJenda es desestima­
da por mayoría. el Grupo Catalán insis· 
te y la introduce como voto panicular 
al Dictamen emitido por la Comisión de 
J J.\SJ.'!'.i;;\ li¡>J 5e.'l.'\dl), 

Respecto al enunciado de la enmien­
da es clara la confusión de conceptos. Se 
habla de tdeologi;¡ o creencia pero. sin 
embargo. se enuncia el requisito de la 
pertenencia a una orden religiosa o con­
fesión determinadas (nót~e que en nin­
gún momento se hace referencia al re­
quisito de la inscripción). Por la defensa 
que el GJUpo hizo de la enmienda en el 
dcbmc quedó más o meno' claro que la 
inlcnción era sólo la de proteger la con­
ciencia religiosa. Entendcmo~ quc el pro-

pósito del Grupo Catalán em loable, pero 
no compartimos. apane de la confusión 
de ténninos. la discnminación enlr~ con­
ciencia religiosa o ideológica. El anículo 
lóde la Cooslitución no distingue moti­
vo; tdeológicos de religiosos y el legis­
lador no tendría por qué hacerlo. Y por 
otro lado, no olvidemos la dificultad que 
cxi. le para determinar cuando un molivo 
e~ religioso o ideológico( '1). 

Con respecto a la intervención del se­
nador IgleSias. en el tumo conlm la en­
mienda tengo In impresión de qtte olvida 
ciertos pilares de nues1rn disciplina: el de 
libe11ad ideológica o rcligto, a y el de no 
discriminación. Además. el otro gran pro­
blema de la mtervención de este parla­
mentario es que su concepto de objeción 
de conciencia es completamente equivo­
cado. La gran preocupactón de este se­
nador está en que por la redacción de la 
cmmenda 32 el elemento deci ~ivo es la 
conciencia per<;Onal. Pretende. por tamo. 
que tan sólo . e excuse a aquellos creyen­
tes cuya confesión. claramente y sin ne­
cesidad de interpretaciones Stthjcti vas. 
csúme la incompatibilidad del ejercicio 
de la fe re ligiosa con el cumplimiento del 
deber cívico. 

Personalmente. creo que el senador 
Iglesias vive un poco alejado de la rea­
lidad social de la Espatia actual. si no se 
ha percatado de que la confesión de Jos 
tesugos de Jehová ha dejado muy claro 
a sus creyentes que no pueden cumplir 
Cienos deberes cívicos como el servi­
cio mil llar o la pres tación . aci al 
SLISlllutoria. No creo que ex ista uat caso 
más claro eu el .c¡ue la concica.Lci:l. 'lin 
nccc.~idad de i nterpretacion~ subjetivas 
e imcrcsada>, impida el * rcicio del de­
ber cÍ\ ico y. sin embargo. el nuevo Có­
digo Pcual no adopta, precisamente, la 
p011ura de países como Holanda, sino 
qtte aún endurece más la situación("). 

Además no cabe duda de que algunas 
religiones dan cierta libenad a sus fieles 
pam determinar el comen ido de sus dog­
mal: ¿Cómo solucionaría este problema 
el scmtdor Iglesias?: ;,Discriminarla a 
<t lguna ·confesiones por no presentar una 



impcrati1 idad en la impo,ici{m de "" 
dogma¡,":¿ Di crimin:uía también a I<L\ 

ideología~. donde ~í que impera con ab­
soluta fucrta el principio de la concien­
cia personal?. No sabemos cuál ser:\ la 
re~pu~sl<l de S.S., pero debería tener muy 
presente que la limilación de las objecio­
nes de conciencia no puede basarse pre· 
cis:uneme en que la conciencia no sea 
personal. sino colecúva. porque la líber· 
tad rehg¡osa e ideológica presenta tamo 
una dimensión colectiva como otra indi­
VIdual. De hecho. a nadie se le escapará 
que e la conciencia personal la que fun­
dnmcllla el incumplimiento de los debe­
res cívicos en la objeción de conciencia. 

Además es curioso el novísimo con­
cepto que el senador propone de obJC· 
ción de conciencia: asegura que sólo 
deben reconoccr~e aquellas que señala. 
IlO ya la leyes, sino, evidentemente la 
Con>~ itución. Probablemente no haya 
lefdo el mtículo 16 de la misma. Rcmi­
ti mo; a lo dicho en el concepto general 
de objeción de conciencia. 

A continuación vamos a es111diar bre­
vemente el sistema instaurado por la Ley 
Orgánica del Tribunal del Jurado. 5195. 
22 de mayo. 

Ya hemos señalado en varias ocasio 
nes la importancia que posee el tipo de 
Jurado en la configuración de la objeción 
de conciencia. Pues bien. en el ca.~o es­
paiiolla Expo~ición de Motivos de la Ley. 
en su apm1ado 2•. así como el art iculo 3, 
dejan claro que el Jurado no o;c limita a 
decidir sobre el hecho, ' ino también "'· 
brc cucsLioncs de derecho: se hace aún 
mayor la responsabilidad del que juzga, 
y por ende, más posible el planteamiento 
de la objeción de conciencia. 

El tema de las excusas aparece re­
gulado en el artículo 12 de la Ley. } en 
concreto nos interesan dos apartados del 
precepto citado: el 4° y el 7". Se trata 
por la redacción que se les ha dado. de 
« dos cajones de sastre», que antes no 
aparecían en el Anteproyecto de 11 de 
marzo y que surgen con el de 20 de abril. 

El apartado .¡o dice literalmente: " 
Lo' qu~ desempcñcntr.Jb<IJO de rd~vrui ­

te ínter~' general. cuy:t 'usutución ori­
gmaría imponame~ perJuicios al rois­
lllO». Por su parte. el apartado 7• plan­
tea que " los que aleguen y a.:rediten 
suficientemente cualquier otra causa que 
le dificulle de fom1a grave el de,empc­
ño de la función de jurado». 

El primero de los apartado' mencto­
nados plantea. tal y como ~eñala 
Guuérru del Álamo Gil("'). el proble­
ma de la existencia rlc términos necesi­
tados de valor<Ición, al igu:-t l 4uc en el 
caso del apartado 7°. &Lamo~ ante un 
claro de ejemplo de concepto~ j urídico~ 
indetcmuuados. Ello :úecta radicahnen­
te a la seguridad jurídica. porque a na­
die ~e le escapa la idea de que. aluuli­
'ar términos tan ampliOS. la \alorac ión 
de éstos podría perfectamente hacer~e 
en base a criterios no jurídico~ . sino po­
líticos. o incluso. de amiguismo. 

Muchos. quizá. podrfan dclender tJ­
Ic.' claúsulas amparándose en la gene­
ralidad que han de poseer l;u, nonnas 
jurídicas. pero crecmo~ que. en tal ca o. 
e taríamos confundtendo el criterio de 
la generalidad con el de la ambigüedad. 
y la distinción entre los mi~mos no es 
preci1amente de mnti1: sabido e; que la 
generalidad asegura la opermividad del 
Derecho. mientras que la ambigüedad 
acaba dc.embocando en la arhitr:u icdad. 
yél.c no es, afortu nadamente. uno de los 
pilares de nuestro Derecho. 

Dejamo; claro, por tanto. antes de 
concluir con la exposición de la.s causas 
de abstención, que lo~ dos apartado~ del 
articulo 12 que c.~t an ios comcnrando, nn 
nns merecen ninguna buena valoración: 
indudablemente pecan de ambigllcdad y 
ello puede detemtinar que en dos juzga­
dos de la misma pro,·incia. la alegación 
de un motivo idénuco derive en acepta­
ción en un caso. mientras que en el otro 
se tome en rechazo. Esta tendencia a la 
heterogeneidad en cuanto a los resulta­
dos del proceso parece ser algo muy pro­
pio de estos últimos años, mediante la li­
mitación de los recursos y la indeLeimi­
nación de la~ nonnas legales. 

t.4t GlrriÉRREZ DEL ÁLAMO 
GtL.. R, di.pp 6Sy<.,. 
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1l~) G0\11' l COL 0~11:1< . J.L .. • 
Cu nel'l .uau., a lo~ w-lacuJo, IY 2) 

1\.l L. O 1' J • <nR-.·"t" Jmuhw La 
l.-.\.l986. pp. l().l7 Y"· l'ard)U'It 
he~ l:t l ..thnn~mn \C rdi.:n· IJ\!o 
mcz.mcn1e ~al ')_) C [ . \.:on tuc.k1 lo 
que llc'-tt llkJ' d tlho compr!!n& . .-re· 
mo~ !t ) de~lr\!t l.tt.k• de t.tl al~. ~.: t6n. 

} .ttkmá-,. dedo.ra tncor\tllucaonal 
la! clau .. u.IJ p.lrtlo!c QtJC .:r.l r l Tu· 
bun.tl Cnnstl l u~:unJ.I d que: dcdJ­
r.t b.s lu\ tn:<ln\ll llllJOn3lal!'\dc-.. \Jo 
CfCI) . tlOO\Cj,lh lc, Jet.hlrJ4..iOnt:' de 
tnl·un\tilu c:um.thtlaú tan .tlcgrl!\ y 
t.lc\ l'U id;tda\ t..UOlO é:'t.l 
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Con~idero realmenre problemático el 
que, ~in par.ume a pen~ar dema.~iado, 
<,e me ' cnga a la mente un supucsro en 
el que. no cono7co cuJ ics serán los fi­
ucs pretendidos. pero e, eHdenre que 
;:nrr.: ello~ no está la unificactón de la 
juri~prudencta: se trata de la limiractón 
del recurso de ca;actón de lo:. juicios 
\'erbales o de falla~. que provocan en 
un campo ran socio lógicamente impor­
tante como el del Derecho de Daños. una 
sorprenden re di ferencia entre la cuantía 
que tmos y orros ju¿gadore~ ~n r rcg;m en 
concepto de indcnm ización por d:1ños 
per~ona lc~ . 

EJ caso del Jurado es muy ~emejan­
IC al que acabarnos de citar. porque am­
bos supues1os se carac1enzan por unn 
regulación ambigua y por la negación 
de Wl ulterior rccur;o de ca~ac ión (para 
el verbal civil o el de faltas) o 'implc y 
llanamenlc, de un ulterior recun;o en el 
cw o de las ~! legaciones pre,eruad:t~ por 
lo. candidaros a jurados. 

Sin embargo, del procedumento d~ 
presentación de a legaciones, al í como 
de los posible~ recursos nos ocuparcmo~ 
más adelanre. Aconsejo su lectura para 
aquellos que, habiendo llegado lla~1a 
aqu í. crean que se les puede plantear 
algún impedimento de conciencia parn 
el ejercicio de la función del Jurado. 

IV. LA OBJECIÓN DE CON­
CIENCIA Y EL JURADO 
EN EL SISTEMA ESPA­
ÑOL 

El planteam iemo de u na obj~ción de 
conciencia al Jurado sólo llene senudo 
desde el punto de visla de que el cargo 
sea obligatorio. porque comprendere­
mos que si se tratase tle un derecho nos 
fal taría una de las bases del concepto 
de objeción de conciencia: el deber cí­
vico que ~e va a incumplir en base a una 
creencia personal. sea ésla ideológica o 
religiosa. Resulta obvio que nadie pue­
ck obligarnos a ejercitar nucs1ros dere­
cho ;. pu.:s ya Carnelulli decía: «dere­
d to es libertad». 

Podríamos rerminar nuestro estudio 
<tquí. concluyendo apasionadamente con 
la necesidad de implorarle al Tribunal 
Con ri tucionalla declaración de incons­
ritucionaJidad del malvado arlículo 83.2 
a) de la L. O. del Poder Judicial. Pero no 
acabaremos lan rápido. porque por gra­
cia o desgracia ral precep1o es Derecho 
1 igcnre. La cuesllón. vamos por tanto. 
a examinarla como si se tratase de un 
deber o. con la rerminología de la Ley 
dd Jurado, derecho-deber. 

Tcuga claro el lecror, ya de entrada. 
qtJe no caeremos en la rorpeza de algu­
nos. que, por su deseo de lograr la ins­
tauración del Juntdo en España, dicen 
tajanlcmente: • Una cmr>a de exclusión 
bas:ttla únicamente en no gusrar la ins­
lilllción o ser contrario ideológicamen­
te a dla (cláu;ula de conciencia), sería 
por c~t e mouvo mconsli tucional»'"'· 

~.a ) La objeción de conciencia al .Ju­
rarlo por parte del acusado 

En nueMra opinión ~ icmprc que se 
habla de las relac ione~ entre el Juntdo y 
la objeción de conci~nci;t. lo primero en 
lo que la gran mayoría pensarnos es en 
las mouvacionc~ de conciencia per.;o· 
na! que evenlunlmcnlc podrían impedir 
a una persona rormar parle de un Jura· 
do. Sin embargo, no debemos dejar de 
pre11ar mención a la exiqencia de lo que 
podríamos llanwr la «otra cara de la 
moneda»: tambi~n el acusado podrfa te­
ner impedimcnlos de conciencia que no 
le pcrmilie¡,cn accplar el ser juzgado por 
un Jurado. No e, ahora el momento de 
exponer nuNra visióD.. pero <;J que e..<Ji­
mamo> oporruno el dejar señalado el 
terna en b<lSC a los siguienres aspectos: 

- De acuerdo con el Auto del Tribunal 
Constilucional núm. 147/83. de 13 
de abri l, interpretando <oad sensu con­
trariD» MI fundamento jurídico 2 b, 
la promulgación y vigencia de una 
ley del Jurado implica la existencia 
del derecho del acusado a ser juzga­
do por un Tribunal del Jurado. Este 
derecho posee el rango de derecho 
fundamenral. para los acusados de 



los delitos comprendidos en el artí­
culo 1 de la vigente Ley. en virtud 
de estar implícito en el artículo 24.2 
de la Constitución. 

- Si consideramos que existe un dere­
cho fundamental a serjulgado por un 
Jurado, teniendo en cuenta que el de­
recho a la libertad ideológica y reli­
giosa tiene el mismo rango, llegare­
mos a la conclusión de que aquí de­
bemos aplicar la doctnnn del Tribu­
nal Constitucional de la no existencia 
de derechos ilimitados. Debe quedar­
nos claro sin embargo. que en uingún 
caso estamos hablando de la obliga­
toriedad del cargo como resullado del 
derecho reconocido en el24.2. ni tam­
poco de la negación de toda posibtli­
dad de objeción de conciencia. 

Antes de Jinalizar daremos unas pin­
celadas acerca de la existencia de un de­
recho de opción por parte del acusado en 
cuanto al tribunal que le ha de juzgar: tri­
bllltal de hecho o tribunal de Derecho. A 
tal respecto diremos simplemente que, 
aunque el texto defi nitivo no recoge, ni 
tan siquiera. una mención al mismo, en 
los debates parlamentarios dos diputados, 
López Garrido y Valls García. dcjarou 
constancia de la posible conveniencia de 
recoger una cláusula que contuviese tal 
derecho de opción. Sin embargo, no lle­
garon a fonnalizar tal propuesta(~'). 

4.b) Objeción de conciencia a formar 
partcdeunJurado: Examen de su­
puestos análogos, análisis de las re­
clamaciones, procedimiento y res­
ponsabilidades 

Dentro de este tipo de alegación, que 
obviameme será más frecuente que la 
anteriormente analizada. lo primero que 
cabe plantearse son las analogías con 
otros supuestos, concretameme con los 
de las mesas electorales y el derecho de 
sufragio. 

La primera cuestión de la que uos 
vamos a ocupar será la de la no 
a pi icatoriedad de ciertas sentencias del 
Tribumd Supremo sobre la negativa a 
formar parte de una mesa electoral. 

Entendemos qnc no cabe la aplicación 
de tales sentencia~ al ~upuo.:sto de hecho 
del Jurado. pero nos parece que quizá no 
sea algo obvio. por lo que brevemcme 
expondremo el camino de nuestros ra­
zonarnientos(J7)_ En cuatro semencias del 
Tribunal Supremo esp:lñol se ju¿gó so­
bre la ncgariva por pan e de algunos testi­
gos de Jehová. a formar pane el · l a~ me­
sas electorales('ll). En todo' los caso que 
plamean estas cuatro re¡,oJuciones JUdi­
ciales se negó la preten·ión reclamada por 
los demandantes. Sin embargo. el razo­
namiento que da el Tribunal Supremo en 
estas cuatro semencias al a.nali?ar la pro­
pia naturaleza del deber objetado deja 
patente que no es posrble su aplicación al 
caso dd Jurado. La lfnea argumental más 
clara es la del Fundamento Jurídico JO 
de la scmencia de 15 de octubre de 1993. 
por lo que ex poncmo-; un extracto adap­
tado del mismo: 

«Si las creencias religiosa) dd acu­
sado le obligan a mantenerse neutral en 
aspectos políticos. es patente que la in­
tervención como miembro de una mesa 
electoral responde plenamente a esta 
exigencia de neutralidad,>. 

El nudo argumental se basa en que 
la función que aquí se pretende objetar 
oo~ó lo no viola, sino que asegura la neu­
tralidad del ciudadano: en definit iva sólo 
se trata de una garantía y no de una fun­
ción decisoria. mientras que ésta última 
es la fi nalidad del Jurado. 

Con respecto a las analogía~ entre el 
derecho de sufragio y el derecho a no 
formar parte de un Jurado, queremo 
simplemente apuntar que. en base al 
Fundamento Jurídico Vl de la Senten­
cia de la Sala Tercera del Tribunal Su­
premo de 9 de mayo de 1990, es petf ec­
tameme posible defender la similitud de 
ambos supuestos de hecho. Siendo el 
tema fundamental de esta sentencia otro 
distinto, tal Fundamento Jurídico dej a 
claro que el derecho de sufragio es pre­
cisamente eso: un derecho y no un de­
ber o derecho-deber. Exponemos ahora 
una breve pat1e de tal fundamento que 
consideramos oportuno reproducir: 

(361B.O.C C.G.G .. Dianud-.eoio­
HI's. num. + 16. 1995. Conwaones. 
$e .. tO:U OUlll. 47. 

(.\7) Nr\VARRO VALL~. K. y PA­
t.OMt!\0. R .. • Ll> •1bjcciones de 
conciencia·~. Tratado <1~ Dl!rerlzo 
Ederim11co. pp 1155 y ,,., Nova­
m. 199~ . blo> •utorc>. deh1do u 
l.:t :-.a:,h:mátiCJ que stgucn. parecen 
afirmar la anatog1.1 del '"P"<>tO de 
las rm:'.¡a."' e!cctoraJc~o; ..:on el del Ju­
rado. 

(J8J La, >Clllél\CIO> '01\ de 2.1 de W­
l.'l~nthre de 1992. Repennrw dr Ju 
fi}pttul~rrcicl A nm~cuh. nu•rg1nll 
tOJ25: de '10 de dic1cmbro del m"­
""' año con marginal t 0543. de 30 
de marw do t'l93. murgmJt 2939: 
y rle t 5 el< <l(':lllbre de t <)<JJ. mnrg•­
ll.ll 7717. 
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(39) Jle tentd~l n<'lttCM de r'.ta '-l!n· 
tc1K1a a tnl\ e,del traba¡ .. Jc FAUS­
T I 'IO Ul TII· RRI·Z -AI VIZ y 
f"ONRADI. Dcm:hc> de \ufr.~~io 
y den:<.ho al Jur .• do·, IJmbtén nhli 
gacwne\' . R,-\' tta l'odt r l11tlic h1/. 
pr r•m·m FJJ(~CJ. 19SJ num (), pp. 6 
y"'· 

(40) Par.t ¡,, oo¡eet6n de condene la 
<.k lo, religio'!lo~. h!:'I\C el o.ln(\!ulo .e 

l .:1 JgiC\13 d~:- rk..;Oil\(:)3 3 ltl.., \.3Ctf 

doh.: ... que partl\.1~11 li!ll lo~ JU t .:to~ 
como¡umdu,., \lA 'll iFI MARit\, 
Allí Rf'ii¡¡imt. 26 Jc cnc•rndc 1996. 
num. 8. Para !u Objc.:Ción pnr mmt· 
\ 'O"' rcligw~o"' o ideoli'Sgico't \lé,t'e 
« L.1. ObJCCiÜn rJ~ f..'OIH.: icttciu :ti Jura• 
do•. onlcul<> publtc"<IO por R,\. 
FA I·I NAVARRO VA I.LS c11 J:.l 
Pnu. 5 de cnern de 1 \i9ó. 
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"( ... ) noquieredccirque nue11ra Consu­
tuctón espatiola configure 1al derecho co­
mo un deber incxcu1able desde el punto 
de l' is1a legal, ya que es indud.tblc que el 
ciudadano no está obligado a cmilir su 
vol o, ni puede el Gohicmo im¡xm~rlc di­
cha obligación. porque se vulm.•rari¡m los 
principios con"1gmdos ~n los anículo~ 16 
y 23 de nu~'tra Conslitución» 

Lo que nos in1erc.1a aquí dcsla~ar es 
como el Tribunal Supremo reconoce que 
el obligar al ejercicio de la función pú­
blica violaría el cspírilu y el tenor li le· 
ral del anículo 23 y sobre lodo del 16 
de nuestra Norma Fundamental(''). 

Podrá. quizás crilic:1rse la conside­
ración de esle supues1o como análogo 
al del Jurado. Se podrá objelar el que 
este es un deber. aunque no conslitucin­
nal s ino legal. mientras que aquel, el su­
ri<~g io. es conslilucional y legalmente un 
derecho. La razón de nuestra postura 
estriba precisamenle en des1acar que 
ambas funciones son derechos consti­
tucionales y obligar al ejercicio de la1 
mismas puede acarrear confl ictos con el 
derecho fundamental reconocido en el 
an ículo 16 de la Conslituctón. 

E l fragmento de la sentencia del Tri­
bunal Supremo indicada creemos que 
mueslra a las claras que la solución a la 
que hubiera llegado esle órgano juris­
diccional sería la misma si el desarrollo 
legislativo del anículo 23 de la Consti­
tución hubiera implicado la creación del 
«deber de sufragio». 

T ra< el análisis de lo< único< ~1.\oue~­
tos que han sido resuellos por la Juri~­

prudencia en Esp~ñ~ y que guanlan una 
ciena analogía con el ~quí !raJado, pa­
saremos a estudiar cómo han sido re­
sueltas. has la la fecha, las reclamacio­
nes de los candida1os a jurado que han 
alegado un impedimcmo de conciencia. 

Si bien en los apanados antcrior.:s 
nos ocup5bamos de dar una visión ge­
nérica de cuále. eran los Stlpueslos que 
estaban relacionados, según nue>Jro pa­
recer o el de pat1e de la doctrina, con la 
objeción de conciencia al Jurado, ahora 

nos vamos a de1ener en analizar cómo 
han resuelto los lribunales las reclama­
ciones de los cmtdidalos a jurados que 
~lcg~ban un impedimenlo de concien· 
cia personal para el ejercicio del c<trgo. 

Las fuenle~ a 1ravés de las cuales 
hemos 1enido n01icia de Jales decisio· 
ne, son exclusivamenle periodfslicas(-lj. 
Pc.~c a ello no pretendemos dar la im­
prc~ióu a lo. lec10re. de que estamos ha­
blando de algo así como « el úll imo gri­
to en objeciones de conciencia>> (con los 
términos empleados por Gonz{tlez del 
Valle). Lo que OCutTe es que el canlcler 
reciente de ta le~ decisiones hace que 
sólo podamo' conocerlas a través de ar­
tículos periodís1icos. A pesar de lodo lo 
que digamos aquí respecto al comenido 
de tales senlenctas. debemos tener cla­
ro que se trala de resoluctones de jue­
ces decanos. que naturalmenle no cons­
Jiluyen jurisprudencia que limile la fu­
tura decisión de otros tribunales. 

Por mlOncs tínicamenle didácticas, 
con el objelo de hacer más clara la expo­
sición. vamm a distinguir entre el caso 
de los cclcsi<ísticos o religiosos por un 
lado y el de aquellas personas que sin te­
ner tal condición. por motivos ideológi­
cos o religiosos, aleguen no es lar capaci-

. lados montlmente para el ejercicio del 
cargo de jurado. Ya en otras ocasiones 
ltcmos moslmdo nueslra repulsa a la vio­
lación del principio de tgualdad. al con­
ferir al gmpo religioso el pnvilegio de 
que su propia convicctón les exima de la 
pertenencia a un Jurado: no será !al con­
dición. sino la convicción de un impedi­
mento de su conciencia personal el gue 
podr.í eximirles del cargo. En caso con­
Jrario 1 iolmíamos el principio de no dis­
criminación. 

- En ba<e al cilado artículo de Manuel 
Marín. existen una serie de cánones 
en el vigenle Código Canónico. que 
son aplicables al tema de la función 
de jurado por parle de los religiosos 
católicos que son: 

J. El aparlado lercero del c. 285 dice 
que •se le prohibe terminanlemenle 
accplar aquellos cargos públicos que 



llevan consigo una participación en 
el ejercicio de la potestad civil»''". 

2- El c. 984, según el cual << los sacer­
dotes deben guardar estricto secreto 
acerca de lo conocimienros adqui­
ridos en el ejercicio del ministerio de 
oír confesiones». 

'Teniendo muy presente el principio 
de no discriminación emendemos que 
la Conferencia Episcopal española ha 
ace1tado al desaconsejar la función de 
jurado con motivo del c. 98~, porq11e en 
caso contrario arcctmia al principio de 
imparcialidad que ha de exigirse como 
garantía del Jurado. No parece, sin em­
bargo. que sea correcto el mencionar el 
c. 285.3. porque como hemos dicho no 
ha de ser la coudición de religioso la que 
conlleve la exención. sino el que la con­
ciencia personal del religioso se vea vio­
lentada con su participación. Un siste­
ma que alirmase lo contrario seguiría 
anclado en los privilegios estamentales 
del Antiguo Régimen. La Conferencia 
Episcopal debería haber mencionado el 
c. 984 con carácter general y el 285.3 
como sustento de lo que sería la razón 
fundamental: la conciencia personal. 

T.1l como apunta Manuel Mmí n lama­
yor parte de los jueces decanos no han 
aceptado los recursos presentado. por los 
sacerdotes negando que se pudieran aco­
ge; a una objeción de conciencia. 

La realidad sociológica española im­
pone el que tratemos con cierto detalle 
los supuestos de los ministros de culto 
de la confesió1\ católica, pero no olvi­
demos que los de otras muchas confe­
siones podrían alegar impedi rnentos 
Idénticos o muy semejantes. 

- En cuanto a la existencia de objeción 
de conciencia por motivo. religiosos 
o ideológicos. siguiendo el citado ar­
tículo de Navarro Va lis, conviene ci­
tar una decisión del Juez Decano de 
Santander, que estimó la reclamación 
de una joven que alegó motivos de 
conciencia en base al artículo 12.7 
de la Ley Orgánica del Jurado('2) . 

De todos modos no parece muy fre­
cuente tal tipo de decisión. en parte, por­
que la ¡1legación del art. 12.7 es tenida 
por los ciudadanos como ~ub~idiaria: cs 
el mismo caso que el del servicio mili­
lar, pan1 el que tratamos, algunos des­
esperadamente, de bu<;car alguna excu­
sa. y como último medio st: acude a la 
objeción de conciencia. 

En todo caso, y antes de exponer 
nuestra conclusión en el apartado SI­

guiente. dejaremos claro que no debe­
mos discriminar las motivaciones reli­
giosas de las ideológicas por muchas ra­
zones que ya hemos mencionado. Cual­
quierdecisiónjudieial deberá basarse en 
este principio. 

Para finalizar con la exposición del 
Derecho vigente -asf como de las deci­
siones jurisdiccionales sobre la materia 
o análogas-. vamos a es1udiar cm11 es el 
procedimiento a seguir para la alegación 
de las excusa,, los recursos que cabe ;1 
kJS deci,ioncs de las mismas. y. por úl­
timo. la responsabilidad que podría con­
llevar para un candidato a jurado el ne­
garse a cumplir con las funciones que 
la Ley k impone. 

a ·cemos conveniente el tratamiento 
de l t~ma. porque sabido e' que el Orde­
namiento Jurídico está fonnadu por nor­
masdec:míctcr sub,tanLivo, pero también 
por otras de tipo proce>al. y es indudable 
que de nada nos scrvilía el tener recono­
cido un derecho si no supiésemos cuál es 
el cauce para ejercitarlo, cu:\1 es el órga­
no jurisdiccional compelen te. cu;íl es el 
momento procesal oportuno. etc... En 
cuanto al tema de las responsabilidades. 
no cabe duda de que en el modemo De­
recho Penal , así como en el Derecho San­
cionador de la Administración, no ten­
dría sentido señalar que una conducta es 
constitutiva de del ito o infracción admi­
nistrativa, rcs¡x:ctivamente, si a su vez no 
señalásemos que pena o sanción llevan 
asociadas tales conduelas. 

Empezaremos exponiendo el proce­
dimiento que aquella persona que crea 
presentar un impedimento de concien-

(4 1) Tal prec~pll> hahia ;~do,,,,. 
baJ~, materi nhnent~.· en el Concor­
datn tlé t '15 > pe m lo' p. teto' de 
ho) no hnn t>plado ¡>Or ~·• ' <>lu­
ctón 

(42) No puedo lacthl:tr 1.1 rcferrn 
CHI cx.tcln de tal dt!l.'t:,u.an. puc:, rne 
ha stdo tmpoo;thle e:J crlt"tmtrarl,r 
'ólo puc-dll decir. que ,egún NA­
VARRO V¡\ l LS es poco antcnor 
al ; de enero de 1996. 
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(~3) ""im.tmn' o¡uo "''" pmblema 
qn~d¡. perfect~m~entc lc-.ucltu en el 
C'lllldlo méd.!1o Ut.:l proft:,hr doctor 
Mo\RTINEZ TORRON. al que ya 
hcmo., hecho rd\!:rt:nci.L atllcnor· 
rtt:nt~. 
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c i~. ha de seguir para que se la declare 
excusada del cumplimicmu del cargo. 

\llediante un s i ~ tcmu de ~oneo que 
' 'icnc regulado en los lrCl. primero' apar­
tado~ del anículo 13 de la Ley Orgáni­
cn del Tribunal del Jurado, se procede a 
la elaboración de las l is t a~ de canttidn­
tos al cargo de jurado. lntncdialamenlc 
el Secretario de la Audiencia Provincial 
corre~pondiente notificará su inclusión 
en tale' listas a lo~ que por el saneo 
hayan resultado elegidos. 

De acuerdo con el art ículo 14 de la 
Ley. las excusas sólo podrán ser alega­
das por aquél en quien concurran: no 
cabe por tanto. la advertencia por lerce­
ros. Se presentarán a111e el Juez Decano 
de los de Primera lns t~ncia e Instruc­
ción del partido judicial al que corres­
ponda el munici pio de ~u vecindad. re­
guhindose los pormenores de 1al proce­
dimiento en el artículo 1 S de la Ley. así 
como los plazos del mismo. 

A pat1ir de la resolución de tales cau­
sas se clahoran las lisias definitivas y 
en su momento se cita a los jurados de­
signados, de acuerdo con lo que dispo­
nen lo~ articulo~ 1 R y 19. En vinud del 
aniculo 20, dentro de lo~ cinco días SI­

guientes a la recepción de la nolifica­
ci6n, el candidalo a jurado que así lo 
desee podrá alegar nuevameme la ex­
cusa de conciencia. caso en el cual de­
cidirá el Magistrado-presidente. confor­
me al procedimiento que señala el artí­
culo 22 

Adem:ís. de ~¡cuerdo con lo 9ue di<­
pone el artículo 38. en el acto de con~li­
tución del Tribunal del Jur.1do. nueva­
mente se interrogará a los jurJdos para 
que ex pongan s i en ellos concurre algu­
na causa de excu>a o abslención. 

Uno de los problemas que conllevan 
estas decisiones ~tccrca de la aceplación 
o no de las excusa de los candidatos a 
jurados. por los Jueces Decanos o por 
los Magistrados-presidentes. es la de los 
posibles recursos. 

Al respecto, la Ley dice simplemen­
te que contra la resolución del JltCZ De­
cano no cabrá recur>O, guardando silen­
cio respec1o al caso de que la decisión 
proceda del Magistrado-presidente. 

Surge por tamo un problema al que 
ya hemos hecho referencia: el de la im­
po ·ibilidad de unificar la jurispruden­
cia, al menos en ins1ancias superiores a 
la del propio Magislrado-presidenle('3). 

Se trataría en ambos casos de reso­
luciones de carácter administrativo, con­
Ira las cuales cabría por tanto el corres­
pondienlc recurso ordinario y. ago!llda 
la \'Ía administrativa. el corrc.~pondien­

te recurso conteocioso-administratÍ\•o. 
De es1e modo, en caso de que agolásc­
mos la vía ordinaria podríamos acudir 
al Tribunal Constilucional. En efcclo. tal 
y como apunta el profesor Martínez 
Torrón. éste sería el úmco modo de que 
se lograse una homogenctdad argu­
menlal suficiente. 

Para fi nalizar vamos a ocupamos de la 
re ponsabilidad de los JUrados que incum­
plan con el deber de eJcrctcio de su cargo. 

Debemos distinguir en este lema dos 
lipos de responsabilidades: las que na­
cen de las disposiciones de la propia Ley 
Orgánica del Tribunal del Jurado, y las 
que son de naluraleza penal, es decir. 
llenen su origen en las dispostciones del 
Código penal. 

Conforme al anfculo 39.2 de la Ley 
Orgánica del Tribunal del Jurado. de­
.hP.r.:í injtL'lne..,.. -~' .rrut\t:1.rlt- 2-'í.!lro ¡l\!' 
~eta~ al jurado que no acuda a la prime­
ra de las citaciones ~in C<tusa juslifica­
da. En caso de que a la ~egunda cita­
ción no compareciese justificadameme, 
la mulla será de 100.000 a 250.000. aun­
que se tendrá en cuenta la situación del 
jurado que no ha comparecido. En am­
bos casos se trataría de infracciones de 
carácter administrativo. mdependientes, 
por tamo, de las de naturaleza penal. 

Podriamos pensar también que. dado 
que lo que realmeme inspira repulsa en 



el jurado que pretende objetar es la emi­
sión del juicio, el objetor podría fonnar 
parte de un Jurado. pero má; larde ne­
garse a emitir veredicto. Pues bien. con­
forme al artículo 58.2. además de con­
llevar la presunción de \'Credicto de no 
culpabilidad. tal conducta del obJetor 
implicaría la multa de 75.000 pesetas. 

En cuanto al régimen penal aún vi­
gente consideramos que. independien­
temente de la responsabilidad seiialada 
en la Ley, de acuerdo con el artículo 372 
del Código penal, se incUITir:í en la mul­
ta de 100.000 a 500.000 pesetas, pues 
consideramos que la descripción que 
hace el artículo 372 es perfectamente 
aju table a los elementos del supuesto 
de hecho que aquí estamos rratando. 

Respecto al Código penal que en bre­
ve entrará en vigor('"'). no prevé ningu­
na sanc1ón aparte de aquellas de carác­
ter admmistrativo a las que ya hemos 
hecho referencia. Ello se debe a que la 
Disposición Ad1cional Segunda de la 
p1opia Ley Orgánica del Tribunal del Ju­
r:tdo, o;c~ala como infracciones penales 
las de lo~ jurados que abandonen sin una 
cau;a legitima sus funciones y las de 
aquello> que se nieguen a emitir vcre­
diciO -art. 58.2-, con pena de multa de 
100.000 a 500.000 pesetas, para <llllbos 
supuestos. 

Con todo, parecen distintas la> con­
dtictas que se de ·criben en el Código 
penal aún vigente de aquella; que apa­
recen en la Disposición Adicional Se­
gunda de la Ley Orgánica del Jurado, 
en el sentido de que en el primero de 
los casos hablaríamos de penas aplica­
bles a los candidatos a Jurados. mien­
tras que en el segundo de ellos estaría­
mos haciendo referenc1a claran1ente a 
penas con las que podría sancionarse el 
comportamiento de los jurados mismos. 

No parece dificil conclUir con que el 
negarse a formar pan e de un Jurado con­
lleva una pena, que aunque pecumana, 
parece desorbitada, sobre todo en com­
paración con ot ra~ legi ~ laciones de nues­
tro entorno como la italiana. 

V. CO~CLUSIONES GE­
NERALES: ORIENTA ­
CIONES AL SISTEMA 
ESPAÑOL 

Llegamos ya al punto final de la ob­
jeción de concienc1a ,,1 Jurado .. con el 
que pretendemos conclwr med1ante la 
exposición de nuestro parccc1 pen-onal 
al respecto del tema en el Derecho c-;­
pañol, teniendo en cuenta no ~ólo las 
dcci,iones jurispmdenciaks de las que 
ya hemos hablado. si no también el De­
recho comparado. que. aunque natural­
mente a nadie vincula. puede sernas útil 
para establecer una 'olución al proble­
ma planteado. 

S.a) La objeción de conciencia a sc1· 
juzgado por una Ju rado 

Como va hcmo~ dicho, en el te,to 
definitivo ~le la Ley no aparece recogido 
tal derecho de opción. pero ~in o.:mhargo 
es algo propio del Derecho compru ado. 
espccialmcnlt: en el cal>u ue lo~ E'lJUO~ 

Unidos. Siguiendo el rawnam1o.:nto de 
Navarro-Valls(" ). no cabe duua de que 
la mi. ma garantía de imparctalidad ofrc­
ce,en la actualidad, un Jurado que unjucl 
o tribunal de Derecho. 

Si el derecho fundamental cid acu 
sado se debe a la ~upuesw imparciali­
dad que se derivaría de l>Cr juzgado por 
sus iguales. no encontramos rn ón pam 
negarle la posJbi!Jdad de elegir el juct o 
tribunal que le va juzgar. No debe en 
tenderse que el acusado rcnuncw a un 
derecho fundamental, que es. natural­
mente, algo irrenunciable. porque el de­
recho a ser juLgado por el u ibunal que 
dctennine la ley tiene po1 ObJCIO evitar 
la arbitrariedad que podría originarse 
en caso de que cada uno pudiCM: elegir 
el juez que desease. Ni debemos enten­
der que el acusado se vería perjuuicado 
por el hecho de elegir ser juzgado por 
un tribunal de Derecho, ni tampoco que, 
por la misma razón. fuese a ser benefi­
ciado. Mirmar tal cosa, sería negar la 
imparcialidad que la Constitución espa­
~ola exige a los juece~ (y todavía más 

14-11 1:.1 nuc\o C6dtgo penal ha "do 
aprnh.1dn pnr L.O t(l/1995. de 2.1 
<.k"'" tcml:>rc (8 O 1:. dd 24). 

(451 t-.A'vARRO \ALLS. R .. anf­
cnln pubhcJOO en El PtJr<. 5 dé enc­
ru de t996. 
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(4b) Subre el IC'll3 <k la pan. iohdJd 

d' "'¡ur:td'"· '· El Jur.t<lu en 1"" 
~kmunas de la h M:alfa del Tnhu 
nal Supromo l.o1 parCJ.lhdad de 1<» 

jurJdu'"· de A. G ISF!I,RT 
Ci i Sl!EI~J: en Hr. i.<t11 l11ridi<" ú1 

1..< 1. lomo l. 1987, pg>. 985 y s-. 
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en el caso del proceso penal). o negar la 
cftcacJa del Jurado. 

Entendemos por tanto. que la obje­
ción de conciencia del acusado ;1 ser juz­
gado por un tribunal del Jurado, debe­
ría admilirse en lodo ca. o. 

S.b) La objeción de conciencia a for­
mar parte de un Jurado 

Al hilo de las explicaciones que he­
mos ido d;mdo. no creemos opon uno el 
difcrcnc1ar, no yaen1re mo1 ivos religio­
sos e ideológicos. sino lampoco enrre 
personas con condicil'ín de religiosos y 
aque llo5 que no poseen tJ I condici6n. 

A~í pues. lo que vamos a hacer es 
o.:xponer una serie de oriemaciones que 
pueden sef\·ir a!Juzgndor para • c~o l vcr 

lo~ ca~os que se le planteen. 

En primer lug::u·. hemos de tener en 
cucnla que los jurados em1tcn su vere­
diciO. no sólo sobre cuestione~ de hecho, 
sino también sobre gran cantidad de cues­
t ione~ de Derecho (al respecto véa~ an. 
52 de la Ley Orgán1ca del Jurado). 

Además. tal y como recoge la Ley, el 
canictcr lego de lo~ jurados implica que 
la decisión ha de ~er lomada ~egún la 
conciencia de cada cual. Al mm gen de 
los problemas que conlleva la mottvat:ión 
de la sentencia cuando se ckcidc sc¡;ún 
la conciencin (tal obligación de molivar 
las sentencias es una garam ia consúlu­
cional que se recoge en el an . 120.3 C. E). 
no cabe duda de que. ~iendo una de !;u, 
ex.i!'..encia.~kl r.a'c''o.rk')mad" .h• in\1\nr­
cblidad, la exislenciadc un obsláculo de 
conciencia para juzgar. absolviendo o 
condenando. trae consigo obligatoria­
menle una violación cid ro.:quisilo de la 
imparcialidad. De ahí que tamo haya­
mos ins1stido en el tema: creemos que la 
cláusula de conciencia. en el semido de 
que conlleva una violación de la imp::u·­
cialidad, no sólo debería ser jurispruden­
cialmenteconcepnmda como excusa. sino 
como t:ausadeinc.1pacidad implicilll, de­
bido a que la imparcialidad impera en el 
moderno sistema judicial cs¡x1ñol. y es 

a1ín m¡ís exigible cuando se trata de un 
proceso penal("'). 

Si acominuación accedemos a una in­
tcrprelación histórica del art ículo 12.7, en 
base a los debates parlamcnlmios anali­
zados. promo veremos que la voluntad 
del legislador era la de incluir una cláu­
sula de conciencia en el comenido de 1al 
precepto. aunque de un modo limilado. 

Aun reconociendo que el resullado 
final puede ser muy dislinto a la obra que 
se tenía en mente, no cabe duda de la 
importancia de la volun1ad del legislador 
para la inlcrprelación de las normas. 

El an. 12.7 es. sm duda, un precep1o 
que peca de «hipocresía legislaliva». 
porque, no mencionando los lérmino~ 

objeción de conciencia, es1á expresa­
mente pensando en ellos. Exis1ió porcllo 
una intención muy limilada de recono­
cimiento, pero ya hcrno vi ·1o la incon­
gruencia de los moti vos que el legisla­
dor daba para tal limitación. 

El an. 12.4 no puede quedar aquí sin 
mención: del mismo modo que excusa 
a «aquellos cuya ~u>lituc ión en el tra­
bajo provoque grave; perjuicios>>. cabe 
lambién ~xeu~ar. por ser más llamativo 
e imporlanlc, el ~upuesto de aquellos a 
los que ni lan siquiera cabe suplir. 

Igual que l o~ ciud;1danos dicen " Ju­
rado. sí, pero no cunmigo•. también de­
mandan una serie de ~crvicios de las con­
fesionc~ religiosas. gencralmeme de cul­
to. No implica tal demanda, en nuestra 
.realidad .:u:llml lln .<Uiffi!'.n~k .!'.r.lí'.J>iáF­
ricos o religiosos. Si no es posible susti­
tui rlos causnríanru; un grave perjuicio, 
porque se cslaria irnposibili lando a de­
tenninados sectores de la sociedad el ejer­
cicio de los derechos reconocidos en el 
anículo 16 de la ConstiiUción española. 

Si pm1imos del conceplo de objeción 
de conciencia que dimos al principio. 
cabe la aplicación de los lfmites del ar­
tículo 3 de la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa. Aparte del exceso de tal Ley 
respeclo a los límites que consagra el 



artículo 16.1 de la Constilllción espa­
ñolae"'). valoramos como muy abstrae· 
tos los términos «scgLJridad. salud y mo­
ralidad públicas>>, y creemos que lo im­
portante aquí es «el respeto a la protec­
ción de los derechos fundamental e~ y 
de las libertades públicas». 

En este sentido creemos conveniente 
la uti lización de la doctrina del Tribunal 
Consti tucional acerca de la no existencia 
de derechos ilimitados (Sentencia de 29 
de enero de 1982), porque como hemos 
explicado el derecho a ser juzgado por un 
Jurado es hoy un derecho fundamental. 

Si el cargo de jLJrado se configurase 
como algo voluntario, podría darse el 
caso de que un acusado no pudiese ser 
juzgado por un Jurado al no haber na· 
die que estuviese dispuesto a formar 
parte del mismo. Parece un supuesto se· 
mejante al de la inexistencia de elegi· 
bles en unas elecciones: no parece qne 
sea un supuesto probable. Pero, ¿podría­
mos obligar a alguien a presen tarse 
como elegible para que los demás pu­
diéramos satisfacer nuestro derecho al 
voto?. Nadie respondería :tfi rmativa­
mcntc, porque sabemos que la función 
pública es voluntaria y no obligatoria: 
si tal supuesto se diese implicaría que 
no estamos dispuestos a mantener el 
orden político constitucional actual. 

El tema del Jurado parece exactamen­
te el mismo. Insisto en que la pluralidad 
de ideas y posturas de nuestra sociedad 
actual hace tales supuestos inimagina­
bles("), pero, dándose, no deberíamos 
responder que para conservar el derecho 
fundamental del acusado hubiese que 
obligar a fonnar parte en un Jurado a 
aquellos que no están dispuestos a hacer­
lo por motivos de conciencia. Si el mis­
mo orden público ha cambiado. el límite 
de la libertad religiosa pasa a ser otro. 

Pero. además de todos los argumen­
tos que hasta aquí hemos mencionado 
existe otro de gran peso('9). 

La Constitución española delimita, 
como ya sabemos, la función del Jura­
do como potestativa y al mismo tiempo 

crea con claridad un dcrccho-dcher en 
el cumplimiento del savicio militar. El 
reconocí miento del cargo obligatmi o de 
la función del Jurado ~~ de caráctl!r 
infnu:onsti tucional: si la Const itución 
cspaiiola prevé la obJeCIÓn de concien­
cia para un derecho-deber.¿ no hay mrb 
razones para pre\·er tJl ~olución en el 
caso de un derecho!. 

Del mismo modo que alguna' per­
sonas sienten repulsa o la utilinción de 
las arma>, podría haber tambi~n otra 
que tuviesen reparos en llevar a cabo un 
juicio sobre la culpabilidad de un seme­
jante. Con tal veredicto decidimos a.:er­
ca de la libenad de una persona pudien­
do, al adopt::u·una posrura de absolltción. 
provocar un peligro a la soc iedad. 

No es razón limitar el derec ho a la 
objeción de conciencia ba~~ndose en la 
interpretación del arúculo :!4.2. porqu~ 
del mismo modo podríamos llegar a 
pensar que cabría obligar a lo'> españo­
les a servir a la patria en caso de que a 
todos los jóvenes recluta~ nos invadie­
se el paci fismo. Tal '>upm:sro parece m:ls 
que imposible. teniendo en cucnw que 
en otros paísc' donde tales movunien­
tos pací fi stas 'e han extendido, el ejér­
cito profes ional no ha tenido ningú n pro­
blema para ~Ll desarTollo. Del mi,mo 
modo siempre habrá a lguien dispue~to 
a formar pane de un Ju rado. 

Utilizando como guía e l Derecho 
comparado debemos concluir con que 
la objeción de conciencia a formar Ju­
rado ha de reconocerse en la mayoría 
de los casos. Nuestra legislación parece 
heredera de la belga en cuanto al objeto 
del veredicto. y recordemos que en el 
comentado artículo de Rik Torfs sobre 
el Derecho belga. tal autor defendía el 
reconocimiento de la objeción. Adcmtl 
no se limitaba a una declaración apa­
sionada, pues segt"m apuntaba. los Tri­
bunales belgas aceptaban la gran m¡¡ yo­
ría de las alcgacionc~ de los objetorc' 
al Jurado. aunque e l valor de tales deci­
siunes se<1 el de resolucione · admini~­
trativas, por lo que no constiwyen Ju­
risprudencia. 

(·17) P.mt la crilica n 131 c<ee'o ,.;,,. 
'" GOKZt\LEZ DEL VALLE. 
J .~·l . Cuno ,¡,~ Dt!rerh(' Erlt.>.ihJs· 
lit <J. ef"\ u.io de PublicJcioue~ tlt: 
la Umv<.'Nid.ld de Ov1000. 2• ed•­

culn. pp 3~0 ) '"· 

{4S) ~o cr~o ~:quJVOCdrmc cuandu 
t~nuncu\ "~on 1.mta ... egund .. •d el que 
talt:\ ... uput>th~ .,on mtmagint!bh~"'· 
en pnmcr lugar. no "'e no ... puede ol­
' uJ.,r la hel~regonetd.td 1) ¡l<!rmiln· 
"Ciltc.! deo;.1r un~ afonunadamt:lllt!») 
de nue .. tra :,oc¡edad ac¡u;tl. En ,e. 
~undo lu~.1r. hn} un momo quwb 
mCt ... con" inc-en1c) llene r~ch.t de 1 
Jo n~o~rw de t 996: ><: tr~t.t dd Real 
Decreto 385/1996 por el que <e ev 
J;tblc:4.c: ct régunen retli~ult \ 1."'1 e 
tndemnit.unrio del de~.oCmpefio de 
lot.' (uncmne~ del ;umdo. De .• cuer· 

do con d ant.:.v.o I de l.t citadu div 
po.;.ición legJ.l. 1 :-~ ret11bUc1Ón tli.tria 
de lo' ¡umdo> ><:m de 9300 IJC:.c:H" 
y la rttríbuch·.n únic:t d~ lo' CJmdt 
<llllo~ 110 ~\!!t:c"·innodo~ con1o ; ura 
do< ;erft de 4650 !"'"ICIO,. SlO per­
jlt\CIO de Ja, inclemnit:IClQlll!.., p<_1r 
~a,lo~ d!.! 'UIJt:. nloJ:umcniO y m:.t ... 
nutt!nctón. enunc1.1dn' en h1.,. 
anoxu> 11 y trt. Según tu expue>l<>. 
no me crt."t!rf:t muJ orig1nal ... , ~tm· 
re~:, ... e que: ¡nj PO'lhlc uufl.lurnl pe­
r~/~i)~ par.:t d desempeño dd C.1fRtJ 

dc~ap;uccen.t dp1d:mtcntc, tcnum­
clo ..:n cuenta que ..,oy uno de In~ 
nnihipJc, parJdo:-. dt!l futura. 

( ..f 9) f:..:.t~ a ~u n•cntn p11ede ' er ... c en 
GUl iER REZ Dl:.L t\LAMO GIL. 
R .. ul-..1 Jur.ldO y l:l ob¡ccton de Cllll· 
ciencia••. 7CIJIÚI , du:it.:mtlrc de 1995. 
pp.65 y"·· 
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(50) N('K rtfl•nmos. nOttur.thncm~ . ..t 
la Jlwluhn.:um t¡U\: p.m.:t:c.: C:\btlr tu 
nue~Mn ()rden.tmtento Juric..IKo para 
que du, pcr'(Hla' del lllt\100 'c'o 
cont~tg:an munmmth) l ... l mayona 
de l<t dtlCCnoa parte. JU·lqUCl'OiliOU) 

p.m.:~ .u-gumenra.cwn.!··)o de t\ calt­
tu.:ach\n drl , .,tcm., m.Hru:Jl"'IOial e'~ 
p.mol ~.:omu umcaml.!ntc helero 
sexu.tl J>.trtu.:ulamlentc •·origin.l)., 
() Htlu:.thlr pur .mtc:t.hlu\luna). t:\ 

la pu\lura de I.N fRLNA KLET!: 
C .M .. ;'!utrimmt io, H'J'ilrtlcifln y 

t111 ortrn. L:dllon.tl Aran1adt, Mn. 
dnd , 1990. pp 1 ~ > ''· L:t 
prctu-tnrtctdJú <le L:111rcna Klcn 
h:u.:c que no nu~o. podamn\ rc,i\ttr u 
r~•lli1.tr al~UllU\ conu:nturio) ul rc.~­
pcctu 
1 :. n -.u f;~ce t.t de jult'ta drfine l'J nut­
lJUIWJUu. no !otólo e l c:mólllco. acu­
dt..:nd\, .t dehmctonc' de Mndco,tlf\ll, 
SJn M{trCO~ .. , lcnicndu c,ta' dch­
ntcmnc\, ~omo <.Jcnormn.tllnreo, co­
mttneo,, concepto' cu1m..t ~~l'(ln,mcto 
vttal c..lc ou.uc1do \:Oil la' nonnJ.' hu 
m:an:ts } l.ll\'tn~l' "· tc~ntr~g.t fi "-ÍC.a 

p.tr.l con\tnur utht unidud fannh.lf ·• 
y. natur:tlmcnlc, •Untón del varón y 
1.1 mujer-. Par.l jU\llf1car el úhnno 
de lo) punlO\ c:undos. hace U"\O nue­
' amente ti~ Clt.h híblit..:t,, de lo que. 
\cgun t!l d 4<hUIIll'ri'mo .. c:otpailol 
ha llomodulo •pcqllc~n diforcnct,,., 
y concluye cun un:t lr.hc \in de' 
pcrdi(;.IO . ..-4UC IU\ IIUJX'HI\ :-tOn Jruto 

Uc IJ CXI\tcncm de dns ~ex o\ y de 1.1 
untón dr do' pcr..,onrt., c.Jc dJ\tlnlo e) 
nlgo tun ubvw que huclp.t jll\ttficar­
lu•), 

Vcnmo' ~u fuccta de ((p~t cólug\J'I, 

uun má.:o. tnH!rC!rl3ntC: par:. Entren,¡ 
Klctt, Jn, c.tu,,a, de ht hornO:<\Wth­
d.td :.011 la\ p;t\tOnc~ t.lc)vmdns. Jo¡¡ 
f:-tllo~ genélico ... , la rdnc;tCIÓil meo­
necia, lo' vil.ÍO\ cuuupto ..... que 
c.:rc:m cnatura\ ,l\tmt.!tnc:t~. 'ere-. 
equf\ oco-., mdcruudo,, que red a­
man 'U pUC!tiO ul ~mi. que no qute­
ren quedar\e .Jmncon3do .... 
f\..3;....-.~,. "" t.-.. .. ,;,,,.,, .• L n . .. . • L 

gfJ .tun lado. Jurídicamente hablun· 
do este hombre no conoce el pnncl­
ptu de iguald.1d ante l.ll.ey. El tema 
e'. de,dc luego. llllcn•-,:mll,lntO y de 
grnn compiCJtdod. pcrn no e\ e<tc el 
momento mo< aúc<uado de tmt"rlu. 
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Teniendo pre ente todo lo que <tC<I­
bamos de señalar acerca de la objeción 
de conci~ncia al Jurado. podemos con­
cluir 1anto a favor de la aceptación de la 
obJeCión de conciencia del acusado. 
como de la de los jurados. Un argumen­
to má~ avala e<ta <egunda de las ObJe­
ctonc<: en la tL'Oria pueden empecinarse 
<~lguno~ en negar la objeción. pero de­
bido a que en la práctica existe el in<ti­
tuto de la recu«ación sin causa.mostr.\n­
dono> parciales anle el Magistr:tdo. el 
Fiscal y las reprcsenlaciones. fácilmen­
te lograríamos que fuésemos recusados. 
Esperamos que no haya que acudir a re 
medios tan indeseables para lograr ver 
~ati ;fccho un objetivo completamente 
legítimo. 

Todavía habrá quien piense que el re­
conocimiento de las objeciones de con· 
ciencia viola el principiO de igualdad: 
probablemente esa m1sma persona sea 
la que defiende o provoca regulactones 
maniliestameme desiguale<. Parece la­
mentable que el Real Decreto 2199/95 
lije salarios distintos para trabaJadore 
de distintas edades que realizan lrnba­
jo~ idémicos. Igualmente lamentable son 
o1ms oiluaciones: sabidas son las mnu 
me rabies \'entajas jurídicas, aunque tam­
bién tenga sus desventajas, del tn.1tri-

monio y. sin embargo. injusti fica­
damcnlc. a ctenos sectores de la socie­
dad se les niega el ejercicio de este de­
recho('"). 

La igualdad de hecho no existe. pero 
sí e; cicrlo que debemos velar por una 
igualdad de Derecho: In heterogeneidad 
de la realidad no debe por ello ser jurí­
dicamente relegada de nuestras consi­
deracione . Nunca nos cansaremos de 
repcltr que en las sociedades democrá­
tica~ y pluralisms aclllales es necesario 
el tcconocimienlo de la objeciones de 
conciencia para el buen funcionamien­
to del OrdcnamienJo Jurídico. 

Re. pccto al Jurado terminaremos 
igual de liJerariamenJe que empezamo.: 
los jueces <e han quitado desde los años 
en que Machado escribía, sus viejos 
ropone~ cnluJados. No creemos nueva­
mente un<t hilera de oscuros entrecejos 
y feroce; ro>tros· tengamos presentes las 
alegaciones de conciencia de los candi­
daJos a jurados. Del mismo modo deje­
mos que el rostro del acusado pierda la 
ferocidad que pudiese llegar a tener. y 
pueda elegir entre dos modos de juzgar 
.:~aclamen te igual de imparciales, al 
menos en teoría. 


	derechoyopinion003y4_0014
	derechoyopinion003y4_0015
	derechoyopinion003y4_0016
	derechoyopinion003y4_0017
	derechoyopinion003y4_0018
	derechoyopinion003y4_0019
	derechoyopinion003y4_0020
	derechoyopinion003y4_0021
	derechoyopinion003y4_0022
	derechoyopinion003y4_0023
	derechoyopinion003y4_0024
	derechoyopinion003y4_0025
	derechoyopinion003y4_0026
	derechoyopinion003y4_0027
	derechoyopinion003y4_0028
	derechoyopinion003y4_0029
	derechoyopinion003y4_0030
	derechoyopinion003y4_0031
	derechoyopinion003y4_0032
	derechoyopinion003y4_0033
	derechoyopinion003y4_0034
	derechoyopinion003y4_0035
	derechoyopinion003y4_0036
	derechoyopinion003y4_0037

